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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
15 DE JULIO 2016



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de JUNIO DEL 2016. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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	COLEGIOS PROFESIONALES
	SE ACUSA EXCLUSIÓN DE BIOLOGOS DE PROFESIONALES DE CIENCIAS DE LA SALUD

Expediente:16-006905-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad planteada por el PRESIDENTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL COLEGIO DE BIÓLOGOS DE COSTA RICA, contra el artículo 1 de la Ley No. 8423 del 7 de octubre de 2004, que reformó el artículo 40 de la Ley General de Salud, así como los numerales 83, 84, 85, 86, 90, 91 y 92 de la citada Ley General de Salud. La norma establece, mediante un sistema de numerus clausus, las categorías de profesionales que deben considerarse como profesionales en Ciencias de la Salud y, sin justificación alguna, se excluyó a los profesionales en Biología. Resolución de las 9:27 horas del 14 de junio del 2016. 



	SERVICIOS PUBLICOS
	SUMINISTRO ELÉCTRICO EN CONDOMINIOS

Expediente:16-006209-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el Capítulo XIII, denominado "Consideraciones para el Suministro Eléctrico en Condominios", de la Norma Técnica Regulatoria No. AR-NT-SUCOM para la Supervisión de la Comercialización del Suministro Eléctrico en baja y media tensión, aprobada por la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos mediante resolución No. RJD-072-20l 5 de 23 de abril de 2015, publicado en el Diario Oficial La Gaceta de 5 de mayo de 2015. Se cuestiona que la normativa impugnada introduce limitaciones a la propiedad privada, en la medida en que establece obligaciones específicas para los propietarios de bienes inmuebles que viven en condominio. En otros términos, los usuarios que viven en condominios tendrán que asumir obligaciones como si fueran propietarios de la red eléctrica, la cual pertenece, por ley, a la empresa eléctrica. Es decir, se les obliga a asumir la propiedad de bienes que, por ser inherentes a la prestación de un servicio público, deben lógica y jurídicamente ser propiedad de la empresa eléctrica. Y en tal condición, ésta debe necesariamente asumir la instalación, el mantenimiento, la reparación y la eventual sustitución de la red eléctrica. Resolución de las 9:06 del 20 de junio del 2016.



	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE RECOPE

Expediente:16-007580-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad interpuesta por Otto Guevara Guth, contra los artículos 32, 36 (confrontado con el texto de la Convención Colectiva la norma impugnada es esta y no el artículo 38 citado), 48, 85, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 110, 110 bis y su transitorio, 137, 141 y 142 inciso d) de la Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE).  Las normas se impugnan en cuanto concede privilegios injustificados que van en detrimento del uso eficiente de los recursos públicos. Resolución de las 11:29 horas del 14 de junio del 2016.



	TRIBUTARIO
	EXONERACIONES EN DOCUMENTOS PRESENTADOS POR CONSULTARIOS JURIDICOS

Expediente:16-008361-0007-CO
Sentencia:Pendiente


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la Ley de Consultorios Jurídicos o de Trabajo Comunal, Ley No. 6369. La norma establece que en todas las gestiones judiciales y administrativas que se hagan por medio de los consultorios jurídicos, se usará papel común y toda certificación que se solicite a las oficinas públicas o privadas estarán exentas de cualquier clase de timbres, tasas o impuestos. No obstante, esa norma, permite que se establezca una discriminación institucional, a partir del oferente del servicio a la comunidad y en perjuicio del usuario, pues, instituciones como el Registro Nacional ha interpretado que, únicamente, los usuarios del Consultorio Jurídico de la Universidad de Costa Rica, pueden ser exonerados de dichos aranceles, no así, los usuarios de las universidades privadas. Lo anterior, sin considerar que la voluntad del legislador fue propiciar que los usuarios de escasos recursos, cuenten con la posibilidad de exonerarse del pago de dichos aranceles, a efecto de asegurar el adecuado y libre acceso a la administración de justicia, toda vez que, el servicio de consultorios jurídicos responde a una política de responsabilidad social.  Asegura que esa discriminación promueve la imposibilidad de los usuarios de acceder a la justicia y lesiona su derecho de defensa y debido proceso.  Resolución de las 9:43 horas del 06 de julio del 2016. 




[La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet. http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	Fallos recientes



	AMBIENTE
	PROBLEMAS QUE GENERA TRABAJO DE EXTRACCIÓN EN RIO PACUARE


Expediente:16-004453-0007-CO
Sentencia:007678-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo a favor de GREEN ROOTS REAL ESTATE SOCIEDAD ANÓNIMA contra EL MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA. La sentencia 007678-16 de las 10:50 horas del 03 de junio, plantea el caso de una persona, cuya propiedad se está viendo afectada, en virtud de trabajos que están realizándose en el río Pacuare, al amparo de una concesión, lo cual ha generado la disminución de las, aproximadamente, 6 hectáreas de bosque en el inmueble propiedad de la amparada. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo declara sin lugar el recurso por razones diferentes. La Magistrada Hernández López da razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCION. 



	AMBIENTE
	SE ORDENA CORREGIR PROBLEMAS AMBIENTALES, QUE SE GENERAN EN LAS INMEDIACIONES DEL CEMENTERIO DE OREAMUNO DE CARTAGO


Expediente:16-003142-0007-CO
Sentencia:007539-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro


Recurso de amparo contra la Municipalidad de Cartago y la Municipalidad de Oreamuno de Cartago. La sentencia 007539-16 de las 9:05 del 03 de junio, plantea el caso de los vecinos del costado sur del Cementerio de San Rafael de Oreamuno, quienes solicitaron al Alcalde de Cartago y al Concejo Municipal de Oreamuno, audiencia para exponer algunos problemas comunales, sin que se les haya brindado una solución. Señala la Sala, que la inercia de las autoridades recurridas pone en riesgo tanto la seguridad de los peatones del lugar, como otros derechos fundamentales de igual trascendencia, como el derecho a un ambiente sano, reconocido en el numeral 50 de la Constitución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde a.i. y al Presidente a.i. ambos de la Municipalidad de Cartago, que, dentro del plazo de QUINCE DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, se comuniquen con los propietarios de los lotes que se encuentran ubicados al costado sur del cementerio para que procedan a realizar la limpieza correspondiente, en caso de no concretar la notificación, deberá la Municipalidad proceder con la limpieza y proceder posteriormente a realizar el cobro respectivo. Asimismo, se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Oreamuno, que, dentro del plazo de SEIS MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia, realice los trámites correspondientes para que se inicien las mejoras en la tubería de las cunetas que se ubican en la parte norte del cementerio. Deberá además coordinar con las autoridades sanitarias para que DE FORMA INMEDIATA se tomen las acciones correspondientes a fin de eliminar los potenciales criaderos del vector que transmite los virus del dengue, Chikungunya y Zika que se localizaron en los jardines del cementerio. El Magistrado Jinesta pone nota. La Magistrada Hernández López pone nota.



	AMBIENTE
	SE ACUSA CONTAMINACIÓN SONICA QUE GENERA IGLESIA

Expediente:16-004654-0007-CO
Sentencia:007860-16 
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Recurso de amparo contra la Municipalidad y el Área Rectora de Salud de Curridabat. En la sentencia 007860-16 de las 9:05 horas del 10 de junio, se solicita la intervención de la Sala Constitucional en una situación de ruido que enfrentan los habitantes colindantes de la Iglesia Evangélica Centroamericana, ubicada en José María Zeledón, Curridabat, pues las autoridades competentes no han actuado. En este caso, sobre la contaminación sónica y su relación con el derecho a la salud, a gozar de un ambiente libre de contaminación y a la intimidad, se citan las sentencias 018983-15 y 000688-10, en donde se ha señalado, que es obligación del Estado proveer a su protección, ya sea a través de políticas generales para procurar ese fin, o bien, a través de actos concretos por parte de la Administración. A nivel supranacional, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992 plantea los lineamientos a seguir para combatir la contaminación sónica. Sobre el derecho de acceso a la información pública, tutelado en el artículo 30 de nuestra Constitución Política, se indica que, mediante este derecho, se procura una función administrativa transparente, que permita a los sujetos acceder a la información de naturaleza pública que se encuentre en poder de los respectivos entes u órganos públicos. Sin embargo, se hace una distinción respecto a la documentación administrativa y la información relativa a un procedimiento administrativo, toda vez que en el primero de los casos se brindará lo requerido al ser el petente un sujeto ad extra y, en el segundo postulado, se otorgará solo a las partes interesadas en el proceso como sujetos ad intra. En el caso concreto, consta que las autoridades competentes no han actuado y que los razonamientos planteados no son de recibo. Finalmente, sobre la negativa de entregarle copia del expediente a los recurrentes, fueron omisas la recurridas en su informe, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tienen por ciertos los hechos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Curridabat, realizar las acciones correspondientes para que en el plazo máximo de OCHO DÍAS se efectúe la medición sónica en horas nocturnas en el local de culto, que se encuentra pendiente. Realizada la prueba técnica, deberán en caso de ser procedente, emitir las respectivas órdenes sanitarias. Por otro lado, se ordena al Alcalde de la Municipalidad del Cantón de Curridabat y al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad del Cantón de Curridabat que en el plazo de OCHO DÍAS contados a partir de la notificación de esta sentencia se le entregue fotocopia del expediente que solicitó la recurrente. Conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene a las autoridades recurridas no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. Deberán, cada uno, dentro del ámbito de sus competencias, tomar todas las acciones que correspondan para monitorear que no se produzca violación de los derechos fundamentales de los vecinos o bien valorar si amerita la revocatoria o cancelación de patentes y/o permisos de persistir la irregularidad por parte de dicho establecimiento. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado ponen nota. La Magistrada Hernández López pone nota separada.



	AMBIENTE
	SE ORDENA AL MOPT DARLE MANTENIMIENTO A LOTE EN LEON XIII, PROYECTADO PARA HACER RADIAL

Expediente:16-003947-0007-CO
Sentencia:008188-16
Ponente: Magistrada Ana María Picado Brenes


Recurso de amparo contra el Alcalde y el Jefe del Departamento de Limpieza de Vías, ambos de la Municipalidad de Tibás, el Ministro y el Jefe del Departamento de Adquisición de Bienes Inmuebles, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. En esta sentencia 008188-16 de las 9:05 horas del 17 de junio, se acusa la falta de mantenimiento de un lote propiedad del MOPT, ubicado en el distrito de León XIII de Tibás, donde está proyectado hacer la radial que conectara La Uruca con Heredia. En este caso, consta que el MOPT, tiene pleno conocimiento de lo denunciado por los administrados, pero aun así no lo han atendido. Tal situación atenta contra el derecho de los amparados a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado en relación con el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, toda vez que el MOPT no ha actuado con la diligencia debida para solucionar el problema de contaminación causado por el lote baldío, lo que en la especie resulta aún más grave porque éste pertenece al propio Estado. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena al ministro de esa Cartera, que tome las medidas y gire las instrucciones que sean precisas para que, en el plazo de cinco días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se proceda con la limpieza del lote denunciado por los recurrentes, así como darle mantenimiento en forma permanente. Respecto a la Municipalidad de Tibás, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López pone nota, en forma separada.



	BANCARIO
	NIEGAN A EXTRANJERO ABRIR CUENTA EN BANCO POPULAR

Expediente:16-006105-0007-CO
Sentencia:007591-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. En la sentencia 007591-16 de las 9:05 horas del 03 de junio, el recurrente reclama la autoridad recurrida le impidió arbitrariamente al amparado, ciudadano estadounidense, la apertura de una cuenta bancaria, pese a contar con identificación y con los documentos requeridos. En este caso, se indica lo siguiente: 1) Sobre la Ley de Cumplimiento Tributario de Cuentas Extranjeras (FATCA) y sus alcances en Costa Rica. Según informa bajo juramento la entidad recurrida, su negativa de abrir una cuenta bancaria para el amparado se basó en las políticas internas vigentes de la propia entidad en cumplimiento de la Ley de Cumplimiento Tributario de Cuentas Extranjeras (FATCA, por sus siglas en inglés). 2) Sobre el caso concreto. En reiteradas oportunidades ha manifestado esta Sala que, dada la naturaleza contractual de la relación entre los Bancos y sus clientes, es posible para los primeros negarse a abrir cuentas bancarias, o incluso cerrar las ya abiertas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 613 y 616 del Código de Comercio, siendo que el mérito de la decisión es un tema de mera legalidad no discutible en esta sede. Se declara sin lugar el recurso.



	COMERCIO
	SE CUESTIONA MEDIDA CAUTELAR SIN PLAZO DETERMINADO

Expediente:16-006593-0007-CO
Sentencia:007917-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA. La sentencia 007917-16 de las 9:05 del 10 de junio, plantea el caso de la suspensión del certificado de registro como operador orgánico a la compañía amparada, sin debido proceso. Se reitera la jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre las medidas cautelares ante causam, dictas en una investigación preliminar (010890-11, 009064-11), en donde, este Tribunal ha sostenido la posibilidad de que sean adoptadas, bajo la condición del respeto al principio de instrumentalidad que las caracteriza; es decir, las mismas son posibles siempre que estén sujetas a un término perentorio breve para, si es procedente, incoar el respectivo procedimiento disciplinario. Sin embargo, en el caso concreto, no se consignó que esa suspensión tenía ese carácter cautelar, por lo que se mantuvo a la empresa amparada en una situación de incerteza respecto al acto administrativo dictado en su contra. Lo anterior, violenta su derecho de defensa y al debido proceso, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 39, y 41, de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. 



	EDUCACION
	PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS EN UNIVERSIDADES PRIVADAS

Expediente:16-003876-0007-CO
Sentencia:007545-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro
Recurso de amparo contra SERVICIOS EDUCATIVOS DAKOTA II SOCIEDAD ANÓNIMA (UNIVERSIDAD INTERNACIONAL DE LAS AMÉRICAS). La sentencia 007545-16 de las 09:05 del 03 de junio, se plantea el caso de la violación de los derechos de defensa, educación e información, en procedimiento disciplinario seguido contra un estudiante en una universidad privada, donde sin fundamentación alguna le impone la sanción de expulsión de la universidad recurrida por un período de 30 días. La Sala ha dicho que, independientemente, que el centro de estudios sea público o privado, además de la aplicación que se pueda dar en la institución de reglamentos internos, sí deben seguirse los procedimientos mínimos establecidos para garantizarle el mínimo derecho al debido proceso a la amparada. (sentencia 12680-09). En el caso concreto, consta que, a la recurrente, si se le dio debido proceso. En cuanto a los demás aspectos cuestionados, no se logró demostrar lo indicado por la parte accionante. Se declara sin lugar el recurso.


	EDUCACION
	SE ORDENA DAR BECA A MENOR DE EDAD EN EL PROGRAMA AVANCEMOS, SIN TOMAR EN CUENTA REQUISITO DE LA EDAD

Expediente:16-005424-0007-CO
Sentencia:007684-16 
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra el FONDO NACIONAL DE BECAS, INSTITUTO MIXTO DE AYUDA SOCIAL Y CENTRO EDUCATIVO TRES EQUIS. La sentencia 007684-16 de las 14:50 horas del 07 de junio, plantea el caso de una menor de edad, que gozaba de una beca y al pasar al colegio, no fue incluida, para continuar con el beneficio, a través del programa “AVANCEMOS”, por no cumplir el requisito legal de la edad, que no incorporan a menores de doce años. La Sala declara con lugar el recurso, al considerar que debe ser garantista, sensible, estricta y meticulosa en la resolución de asuntos para los sectores más vulnerables y discriminados. Considera que, en el caso concreto, la carencia del beneficio puede implicar el fin de una historia de esfuerzo, como en el caso de la amparada, que llega a la secundaria a una edad inferior a la que “prioritariamente” atiende el Programa. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto del Instituto Mixto de Ayuda Social. En consecuencia, se ordena a la Subgerenta de Desarrollo Social del Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), valorar la solicitud de beca de la amparada, de acuerdo con sus condiciones particulares y cumplimiento de requisitos sin tomar en consideración el tema de la edad, en un plazo de CINCO DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Se declara sin lugar el recurso respecto al Fondo Nacional de Becas.



	EDUCACION
	SE IMPONE A MENOR DE EDAD ASISTIR CON ENAGUAS AL ACTO DE GRADUACIÓN. VIOLACIÓN DE LA AUTONOMÍA A LA LIBERTAD

Expediente:16-006082-0007-CO
Sentencia:007877-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y LA ESCUELA REPÚBLICA DE GUATEMALA. En la sentencia 007877-16 de las 9:05 del 10 de junio, se plantea el caso de contra la directora de una escuela pública, que obliga a una menor de edad a presentarse al acto de graduación con enaguas, las cuales, nunca ha usado. Se tiene por acreditado que a la menor amparada siempre se le toleró el uso de pantalones como parte de su uniforme escolar, sino también que el Reglamento de Uniforme del MEP, contrario a la normativa interna de la Escuela Guatemala, sí permite el uso del pantalón como uniforme oficial en las niñas, de manera que no encuentra razonable este Tribunal, que la directora del centro educativo insista en que la amparada use enaguas, en vez de pantalones, solamente en el acto de graduación. Evidentemente, el acto cuestionado va en detrimento de la dimensión externa de su libertad, concretamente de la autonomía de la libertad, toda vez que la estudiante escogió para su vestimenta el uso de pantalones, conforme lo permite el Artículo 4 del Reglamento de Uniforme del MEP, que le brinda la opción de escoger entre la enagua o el pantalón. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena a la directora de la Escuela República de Guatemala, en Alajuela, y a la Supervisora de centros educativos del circuito 01 de la Dirección Regional de Educación de Alajuela del Ministerio de Educación Pública, que adopten inmediatamente las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes, a fin de que la menor amparada pueda acudir a la ceremonia del acto de graduación de ese centro educativo con pantalones, conforme al estilo autorizado como uniforme oficial. 



	EDUCACION
	SE CONDENA POR INACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN, ANTE UN CASO DE BULLYNG

Expediente:16-006343-0007-CO
Sentencia:008983-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra un centro educativo público. La sentencia 008983-16 de las 9:05 del 01 de julio, analiza el caso de la inacción de la administración pública, ante la denuncia por bullying de una alumna del centro recurrido. Sobre el Principio de Interés Superior del Menor, se cita el voto 012458-11. En este caso, comprueba la Sala Constitucional, la problemática con la menor tutelada no se ha logrado solventar de manera definitiva, con el agravante de que constan referencias médicas para que la menor sea valorada en los servicios médicos de psicología, psiquiatría y nutrición. En consideración de este Tribunal, el abordaje del centro educativo ha sido insuficiente, lo cual ocasiona una infracción al Interés Superior de la Menor, que a su vez afecta el desenvolvimiento de la menor en su proceso educativo e, incluso, su salud emocional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Centro Educativo, que DE INMEDIATO tome las previsiones del caso para garantizar que el proceso educativo de la menor de edad amparada se desarrolle libre de acoso escolar y con el apoyo indefectible del personal docente de la escuela. 



	ELECTORAL
	SE ACUSA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN RESOLUCIÓN QUE RECHAZA SOLICITUD DE NATURALIZACIÓN

Expediente:16-006011-0007-CO
Sentencia:007581-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
Recurso de amparo contra el TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. En la sentencia 007581-16 de las 9:05 del 03 de junio, se acusa la falta de fundamentación de una resolución que rechazó una solicitud de naturalización.  Sobre la motivación del acto administrativo, la Sala cita el voto 02522-07. La resolución cuestionada, al remitir de manera genérica y sin mayor explicación a la normativa, afecta sustancialmente los derechos procesales del tutelado, pues no se justifica con claridad ante cuál supuesto normativo se está en el caso concreto, limitando claramente el derecho de impugnar la resolución en cuestión. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución N° 1565 de las 14:33 horas del 25 de febrero de 2016 del Sección de Opciones y Naturalizaciones del Departamento Civil. Se ordena al Jefe de la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Registro Civil, que tome las medidas de su competencia para que, en el plazo de diez días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva como en derecho corresponda la solicitud de naturalización planteada por el recurrente, mediante resolución debidamente motivada. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso. 



	FAMILIA
	REDUCCIÓN DE LACTANCIA MATERNA A MENOR DE EDAD SEPARADA DE SU MADRE

Expediente:16-006386-0007-CO
Sentencia:008537-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

RECURSO DE AMPARO CONTRA EL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. En la sentencia 008537-16 de las 9:05 horas del 24 de junio, se analiza el caso de una menor, que fue separada de sus padres apenas nació y ha perdido la lactancia materna. Se exponen los siguientes temas: 1) SOBRE LAS ATRIBUCIONES DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. 2) SOBRE EL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. 3) SOBRE LA SEPARACIÓN TEMPORAL DE MENORES DE EDAD DE SU NÚCLEO FAMILIAR. 4) SOBRE LA PROTECCIÓN ESPECIAL DE LA MATERNIDAD, EL NIÑO Y SU LACTANCIA EN EL DERECHO CONSTITUCIONAL Y LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES DE DERECHOS HUMANOS. 5) SOBRE LA SEPARACIÓN TEMPORAL DE MENORES DE EDAD DE SU NÚCLEO FAMILIAR. 6) CASO CONCRETO. Consta que las medidas de protección dictadas son de carácter provisional, y que podrán ser modificadas una vez cumplidas las condiciones necesarias que permitan el acercamiento de la accionantes con la menor. 7) REFERENTE A LA LACTANCIA MATERNA. Este Tribunal considera que reducir el tiempo de lactancia a 3 visitas coordinadas por el Patronato Nacional de la Infancia y Casa Viva son claramente insuficientes para resguardar el interés superior de la menor de dos meses de edad e imposibilita el desarrollo del vínculo con su familia consanguínea y, su derecho a recibir lactancia materna, y por ende de una mejor nutrición. De manera que las medidas dictadas en sede administrativa por parte de la Institución recurrida, no son proporcionales, ni razonables, sobre todo cuando se trata del vínculo con su madre, y tratándose de una bebé, la cual tiene derecho a su lactancia materna diaria, para que reciba una alimentación adecuada y con ello gozar del derecho al más alto estándar de salud siempre y cuando no se acredite que con su cercanía, corre algún peligro su integridad física. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al derecho a la lactancia materna en perjuicio de la menor amparada. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia, que adopte las medidas que sean necesarias para que se establezca inmediatamente un régimen de visitas entre la recurrente y su hija, para poder garantizarle la lactancia materna,
bajo supervisión, en caso de que se considerara necesario. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso.



	INFORMACION
	NIEGAN INFORMACIÓN PÚBLICA EN ESCUELA, POR NO SER PARTE DE LA COMUNIDAD EDUCATIVA

Expediente:16-006191-0007-CO
Sentencia:007596-16
Ponente: Magistrado Enrique Ulate Chacón

Recurso de amparo contra la ESCUELA REPÚBLICA DE HAITÍ. En la sentencia 007596 de las 9:05 del 03 de junio, se reclama la negativa de información pública, sobre los costos de matrícula en una escuela estatal. En este caso, considera esta Sala, que no se resguardó el derecho fundamental de información, que le asiste al amparado y dicho quebranto persiste, toda vez que, el hecho de que no forme parte de la comunidad educativa, no impide que pueda tener acceso a información pública. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela República de Haití, que en el plazo de CINCO DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia entregue al amparado la información que solicitó el día 4 de mayo del 2016 ante esa Dirección, y que se notifique al recurrente la respectiva respuesta. 



	INFORMACION
	SE ORDENA A ICAA ENTREGAR INFORMACIÓN SOLICITADA POR DIPUTADO

Expediente:16-005595-0007-CO
Sentencia:007565-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
Recurso de amparo interpuesto por un diputado contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (ICAA). La sentencia 007565-06 de las 9:05 horas del 03 de junio, se cuestiona la falta de acceso a un estudio público sobre “Tobosi 2015”. Señala la Sala, que el derecho de petición y pronta respuesta, consagrado en el artículo 27 Constitucional, hace referencia a la facultad que posee toda persona para dirigirse por escrito a cualquier funcionario público o entidad oficial -y, en ciertos casos muy calificados, hasta a sujetos de derecho privado- con el fin de exponer un asunto de su interés. Esa garantía se complementa con el derecho a obtener pronta respuesta, aunque esto último no significa que el administrado deba recibir una contestación favorable a sus intereses. Sobre el derecho de acceso a la información pública. De acuerdo con el artículo 30 constitucional se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público; sin embargo, dicho acceso no es irrestricto y como todo derecho constitucional posee límites, pues quedan a salvo los secretos de Estado. Sobre el caso concreto. En este caso, consta que no fue sino con ocasión de la notificación de este amparo, que la autoridad recurrida respondió la gestión. En consecuencia, en cuanto a este extremo, se declara con lugar el recurso, únicamente para efectos indemnizatorios. Por otro lado, al no tener por demostrado que el recurrido le haya entregado al tutelado la copia del estudio solicitado, se declara con lugar el recurso y se ordena al Subgerente General del ICAA, que ejecute las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que de inmediato se brinde al recurrente la copia completa del estudio técnico “Tobosi 2015”, así como las recomendaciones hechas por la institución recurrida, estas últimas si las hubiere, cuyo costo deberá ser asumido por el interesado, lo anterior sin perjuicio del resguardo de los datos confidenciales pertinentes. 


	INFORMACION
	NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE DE LICITACIÓN EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL

Expediente:16-003914-0007-CO
Sentencia:007783-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra la UNIVERSIDAD NACIONAL DE COSTA RICA. La sentencia 007783-16 de las 16:10 del 07 de junio, plantea que la universidad recurrida no da acceso al expediente de la Licitación Pública Nacional Simplificada No. 2015LPNS-000002-PMIUNABM, para la construcción de "Residencias y Obras Deportivas Campus Nicoya". Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota conjunta. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran con lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	INFORMACION
	DOCUMENTOS SOLICITADOS EN UN PROCESO ABIERTO

Expediente:16-006663-0007-CO
Sentencia:008002-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el HOSPITAL SAN FRANCISCO DE ASÍS DE GRECIA. En la sentencia 008002-16 de las 11:54 horas del 10 de junio, se analiza el tema de la denegatoria de un documento certificado, que es de interés de un trabajador despedido, para presentarlo ante los tribunales ordinarios, como prueba, el cual le fue negado por no ser dirigido a él, sino a su exjefe inmediato. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y Jefa del Servicio de Enfermería, ambos del Hospital San Francisco de Asís, que inmediatamente giren las órdenes necesarias en el ámbito de sus competencias para que se haga entrega al amparado de dos copias certificadas del oficio N° HSFA-DE-030-2012. Los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	INFORMACION
	COLEGIO DE ABOGADOS NIEGA INFORMACIÓN SOLICITADA SOBRE PREMIO ANUAL

Expediente:16-006959-0007-CO
Sentencia:008356-16 
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Expediente:16-006960-0007-CO
Sentencia:008354-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el PRESIDENTE DEL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE COSTA RICA. Las sentencias 008356-16 de las 11:55 del 17-06-2016 y 008354-16 11:53 del 17-06-2016, plantean dos casos, en donde se da una negativa de información que hace el Colegio de Abogados, sobre los parámetros discutidos y la recomendación del jurado, para el otorgamiento del premio denominado "Premio al Abogado Distinguido 2016” al Dr. Francisco Castillo González. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Departamento Legal del Colegio de Abogado y Abogadas de Costa Rica y al Presidente del Colegio, disponer lo que corresponda, para que se brinde respuesta al recurrente y, se le notifique lo que corresponda, dentro del plazo de cinco días, contado a partir de la notificación de esta resolución. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara parcialmente sin lugar el recurso. La Magistrada Garro Vargas da razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	LIBERTAD DE TRANSITO
	SE CUESTIONA ESTACIONAMIENTO DE VEHICULOS DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA EN BARRIO RESIDENCIAL

Expediente:16-005330-0007-CO
Sentencia:007864-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ, el MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES (MOPT) y el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. En la sentencia 007864-16 de las 9:05 horas del 10 de junio, se plantea la queja de vecinos de la Urbanización El Trébol en Barrio Córdoba, que gran cantidad de vehículos del Ministerio de Seguridad Pública y otros que se parquean alrededor de la urbanización, frente a dicho Ministerio y el Liceo Castro Madriz. Apunta que ello obstaculiza el libre tránsito. En este caso, consta que la Policía de Tránsito ha actuado diligentemente, en la medida de sus posibilidades, a fin de impedir que los vehículos se estacionen en áreas prohibidas en la Urbanización El Trébol. No obstante, en cuanto al Ministerio de Seguridad Pública, cuyos vehículos se estacionan en la zona y si bien es cierto se dictaron directrices para que estacionen en el lugar, no obra en el expediente elemento probatorio alguno que permita vislumbrar que este ministerio haya ejercido acciones tendentes a la fiscalización del cumplimiento de las directrices giradas. En mérito de lo anterior, se impone declarar con lugar el recurso en lo que al Ministerio de Seguridad Pública se refiere. Sobre la acusada contaminación sónica y ambiental, se citan los votos 018538-12 y 018983-15. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo contra el Ministerio de Seguridad Pública. Se le ordena al Ministro, Director General de la Fuerza Pública, Jefe de la Unidad de Seguridad Interna y Director Administrativo, todos del Ministerio de Seguridad Pública, dentro del ámbito de sus competencias, fiscalicen el cumplimiento de la directriz Nº 37-2013DGFP-B y la circular DGAF-319-2014.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Director de la Policía de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, de la advertencia realizada por este Tribunal en el Considerando III in fine de esta sentencia. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. El Magistrado Salazar Alvarado consigna nota.



	LIBERTAD RELIGIOSA
	LIBERTAD DE RELIGIÓN. IMÁGENES RELIGIOSAS EN LUGARES E INSTITUCIONES PÚBLICAS

Expediente:16-007041-0007-CO
Sentencia:007829-16 
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Recurso de amparo contra el GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA. En la sentencia 007829-16 de las 14:30 horas del 08 de junio, una persona musulmana, cuyo credo es el islam, solicita que sean eliminadas de todo lugar público, las imágenes religiosas y en su lugar se acondicionen estancias para meditar y compartir, sin hacer alusión a la religión, en especial a la católica. En este caso concreto, sobre la libertad religiosa la Sala cita las sentencias 016190-12, 003188-00 y 013171-06. Se indica que la pretención del petente, no puede quedar amparada dentro del derecho de libertad de religión, el hecho que haya imágenes religiosas en diversos lugares e instituciones públicas, no implica que al recurrente se le esté imponiendo determinada creencia religiosa, contraria la suya, ni que ello le impida profesar el credo de su preferencia. Se rechaza por el fondo el recurso.



	MINORIAS
	PORCENTAJE DE ESTACIONAMIENTOS EN PARQUEOS PÚBLICOS, PARA PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD

Expediente:16-007596-0007-CO
Sentencia:009067-16
Ponente: Magistrado Jorge Araya García

Recurso de amparo contra el DIRECTOR GENERAL DEL HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS. Sentencia 009067-16 de las 9:05 horas del 01 de julio, se acusa la falta de espacios de estacionamiento para personas con discapacidad. Para la resolución del caso, se analiza la jurisprudencia dela Sala sobre la protección de las personas con capacidades especiales y adultos mayores. En el caso concreto, tal y como lo señala la Ley 7600, en su artículo 43, así como el artículo 154 de su reglamento, los establecimientos públicos y privados de servicio al público, que cuenten con estacionamiento, deberán ofrecer un 5% total de espacios destinado, expresamente, a estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que los transporten y, en ningún caso, podrán reservarse, para ese fin, menos de dos espacios. En el caso concreto, se tiene por demostrado que, en el Hospital San Juan de Dios, se dispone de ciento treinta y seis espacios, de los cuales, doce están reservados para personas con condiciones especiales y personas adultas mayores, lo que representa un 9% del total de espacios disponibles para estacionamiento de vehículos y, además, estos espacios se encuentran en una ubicación privilegiada en referencia a los accesos al centro médico. En consecuencia, el presente proceso de amparo, debe desestimarse y así se declara. Se declara sin lugar el recurso.



	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA HACER DEMARCACIÓN VIAL EN UN PLAZO DE CUATRO MESES EN EL SECTOR DE CALLE ZURQUÍ

Expediente:16-006585-0007-CO
Sentencia:007916-16 
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez
Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO DE HEREDIA. En la sentencia 007916-16 de las 9:05 horas del 10 de junio. Se analiza la falta de señalización de los alrededores de Calle Zurquí en San Isidro de Heredia, cuya omisión pone en peligro su integridad, pues actualmente varios vehículos pesados se estacionan en sectores en los que obstruyen el paso por las aceras. La Sala constata el reclamo de los recurrentes, pues a pesar de que ha transcurrido más de un año desde que la Municipalidad de San Isidro de Heredia fuera puesta en conocimiento de la situación que aquejaba a los interesados, ésta no ha procedido a realizar las acciones del caso para brindar una solución a la misma, a pesar de que contaba con las recomendaciones dadas por la Dirección General de Tránsito, con respecto a los trabajos a efectuar. En ese sentido, conviene recordar que, en reiteradas ocasiones, esta Sala ha hecho hincapié que, en atención a lo dispuesto por el artículo 169 de la Constitución Política, las municipalidades tienen la obligación de velar por los intereses y derechos de los habitantes de su jurisdicción, lo que no sucedió en el caso en estudio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo, y a la Alcaldesa, ambas de la Municipalidad de San Isidro de Heredia, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que las labores de demarcación vial en el sector de Calle Zurquí, sean concluidas dentro del plazo de CUATRO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado ponen nota.


	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA RESOLVER EN SEIS MESES PROBLEMA DENUNCIADO EN LA CALLE DENOMINADA “EL CUADRANTE” DE SIQUIRRES

Expediente:16-004678-0007-CO
Sentencia:007861-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE SIQUIRRES. En la sentencia 007861-16 de las 9:05 horas del 10 de junio, se alega la violación al principio de justicia pronta y cumplida y al derecho a la salud de la amparada, ocasionada por la inercia de las autoridades recurridas en darle solución a la problemática de mal estado de la calle de aproximadamente 400 metros que se encuentra "lastreada", la cual genera mucho polvo y condiciones que les perjudica. En este caso, no consta que la municipalidad recurrida haya notificado a la recurrente lo actuado en cuanto a sus denuncias. Sobre la omisión de realizar obras de infraestructura y su relación con el derecho a la salud, en otras oportunidades, este Tribunal Constitucional se ha pronunciado respecto a situaciones similares a la que en el que se reclama riesgo a la salud de los administrados, afectados con el polvo que se produce por el constante desplazamiento de vehículos por una calle lastreada. Así, aunque resulta claro que la Sala no es ajena a las eventuales restricciones y limitaciones presupuestarias que se presentan, exige una tutela firme en cuanto a la garantía de que se respeten los derechos fundamentales de la generalidad de los ciudadanos, máxime que como en el caso que nos ocupa, se trata ni más ni menos, del más importante de ellos, como lo es el derecho a la salud, por cuestionarse un alto y constante riesgo a la salud al que está siendo sometida la amparada y demás vecinos de la localidad. Lo cierto es que, a este momento, no existe una solución ni una fecha cierta, para solventar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcalde Municipal de Siquirres, que de forma coordinada e inmediata adopte las medidas necesarias que están dentro del ámbito de sus competencias para que, en el plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de la presente resolución, se resuelva de forma efectiva y definitiva el problema denunciado en la calle denominada “El Cuadrante”. Asimismo, se le ordena comunicar -de forma inmediata- a la recurrente las gestiones que se han realizado para dar solución a la problemática planteada. El Magistrado Jinesta Lobo, la Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado ponen nota separada. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso únicamente en cuanto a la alegada lesión al derecho a la salud.



	MUNICIPALIDAD
	LEGITIMACIÓN EN EL AMPARO. CASO DE CENTRO DORMITORIO DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE
Expediente:16-007320-0007-CO
Sentencia:008610-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra el CENTRO DORMITORIO Y DE ATENCIÓN PRIMARIA PARA HABITANTES DE LA CALLE DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. La sentencia 008610-16, de las 9:05 del 24 de junio, analiza las condiciones impuestas a los usuarios del centro dormitorio de la Municipalidad de San José, a quienes se les obliga a talleres con contenido religioso, lo cual es del todo rechazado por las autoridades recurridas y en todo caso, también este Tribunal constata que el reclamo de los recurrentes no se interpone a favor de una persona concreta, ni tampoco, acusa que la actuación que considera ilegítima se haya traducido en un acto u omisión específica que implique un agravio o amenaza de agravio personal, directo y cierto, en perjuicio de los derechos fundamentales de una persona determinada. Es importante tener en consideración que la legitimación en la acción de amparo, se mide por el perjuicio o la lesión infringida al recurrente, o de la persona en favor de la cual se promovió el recurso, y no, en beneficio de cualquier individuo, por el simple interés a la legalidad (sentencia 09742-11). En este sentido, es importante indicarle a los recurrentes que este Tribunal ha resuelto, reiteradamente, sobre la imposibilidad de recurrir en abstracto y ha indicado que las lesiones que se plantean ante esta sede no se deben de hacer de manera general, indiscriminada y no individualizada, sino que se debe de indicar cuáles son las obligaciones concretas establecidas en la ley, que no se están cumpliendo, asimismo, cómo repercuten éstas en la materia de los derechos fundamentales y, sobre todo, si se produce un agravio en contra de un sujeto en particular, que provoque un perjuicio claro e individualizable, lo cual no especifica en el presente reclamo (véase sentencia número 2012-015142). En consecuencia, debe desestimarse el amparo, como en efecto se hace. Se declara SIN LUGAR el recurso.



	MUNICIPALIDAD
	ESPECTÁCULOS PÚBLICOS EN LA CIUDAD

Expediente:16-007460-0007-CO
Sentencia:009051-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra el Alcalde, el Presidente del Concejo, el Jefe del Departamento de Ambiente y el Jefe de la Policía, todos de la Municipalidad de San José. La sentencia 009051-16 de las 9:05 horas del 01 de julio, acusa la limitación para una presentación de un musical en zona pública de San José. En este caso, la Sala no logró acreditar a cuál grupo musical se refirió esa intervención pues no se indicó el nombre del conjunto, ni se individualizó a cada uno de sus integrantes, de manera tal que no se puede tener por demostrado que esa incidencia sea a la que se refiere el recurrente. En relación con el tema objeto de este amparo, debe partirse del supuesto de que esta Sala, en la sentencia número 2015-004827  manifestó que existen dos tipos de espectáculos públicos: los primeros se tratan de eventos organizados que tienen la intención de atraer una masiva afluencia de público y que, por lo general, mantienen un fin de lucro; en cambio, los segundos versan sobre espectáculos espontáneos que sirven para expresar o manifestar visiones, ideologías, cuestiones artísticas, religiosas, políticas, sociales, entre otras. Por lo tanto, las municipales deberían propiciar el empoderamiento de los habitantes al uso del espacio público para que puedan expresarse como personas integras y dignas de ser escuchadas, y, así, potenciar parte de lo que algunas teorías han venido llamando el derecho a la ciudad. En el caso bajo estudio, la Sala descarta la infracción a la libertad de expresión o de pensamiento que reclama el recurrente, pues de la prueba aportada se desprende que la intervención de los oficiales de la policía municipal obedeció a que el recurrente y los demás integrantes del grupo, estaban tocando música rock con algunos instrumentos musicales y amplificadores de sonido, en horas de la noche y en un sitio público, en el boulevard de la avenida central en San José, por lo que el oficial municipal les indicó que podrían seguir con la presentación musical si desconectaban los amplificadores y plantas porque hubo una denuncia pública por contaminación sónica, de manera tal que de querer continuar con el espectáculo, debían hacerlo con el nivel del tono natural de la voz y con el sonido que emitieran los instrumentos musicales, sin parlantes, pues el uso de amplificadores en zonas públicas, requiere obtener permisos y autorizaciones necesarias en el Departamento de Gestión Ambiental de la Municipalidad de San José. Se declara sin lugar el recurso.



	MUNICIPALIDAD
	SE ACUSA DESCONOCIMIENTO DE AUTORIZACIÓN DE PASO PEATONAL

Expediente16-005280-0007-CO
Sentencia:008708-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de amparo contra LA ASOCIACIÓN DE DESARROLLO ESPECÍFICA PRO SEGURIDAD DE LOS ROMILIOS DE SAN ANTONIO DE CORONADO. En la sentencia 008708-16 de las 11:41 horas del 24 de junio, se plantea el caso del desconocimiento de la autorización de un paso peatonal, que dio la Municipalidad de Coronado, a fin de garantizar la seguridad y bienestar de los estudiantes; no obstante, fue clausurado por la recurrida. Se declara sin lugar el recurso.  El Magistrado Rueda Leal salva el voto y lo declara con lugar en todas sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.


	PENAL
	SE ACUSA OMISIÓN DE AUDIENCIA PARA PRORROGAR LA PRISIÓN PREVENTIVA

Expediente:16-007303-0007-CO
Sentencia:008296-16
Ponente: Magistrado Luis Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo interpuesto contra EL TRIBUNAL PENAL DE JUICIO DE NICOYA. La sentencia 008296-16 de las 9:05 horas del 17 de junio del 2016, plantea el caso de una imputada en una causa penal, donde de previo a resolver la solicitud de prórroga de la prisión preventiva, se programó la audiencia oral mediante videoconferencia; sin embargo, posteriormente se suspendió y se prorrogó la prisión preventiva, omitiendo la audiencia. En este caso, la Sala reitera su jurisprudencia sobre la oralidad en el proceso penal (sentencia 003019-07) y la garantía del debido proceso en el dictado de resoluciones que restrinjan la libertad personal (sentencias: 003019-07, 003923-08, 16562-08, 1975-09 y 13418-12). Esta Sala ha considerado que la utilización de la oralidad durante una forma de protección ciudadana, un instrumento básico para el ejercicio de una defensa eficiente de los intereses del acusado. La utilización de la oralidad, magnifica el respeto de los principios rectores del Derecho Penal, tales como el acusatorio, la contradicción, la inmediación de la prueba, básicamente potencia el derecho de defensa. Asimismo, es mediante la oralidad, la única manera por la cual el Estado puede hacer valer el derecho fundamental a ser oído, el cual tal y como se analizó en la sentencia parcialmente transcrita constituye un derecho fundamental de toda aquella persona sometida a un Proceso Judicial de índole Penal, toda vez que será en las audiencias orales donde las partes interesadas podrán a viva voz exponerle al Juez sus argumentos para defender diferentes pretensiones interlocutorias que podrían afectar los derechos de los intervinientes, en este caso, la prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva. En el caso, se omitió la audiencia, porque el Tribunal había considerado que como la amparada estaba con prisión preventiva en razón de haber sido condenada, no era necesario la realización de la misma, lo cual no es compartido por la Sala, pues es deber de la autoridad accionada tomar las medidas pertinentes para programar la audiencia en que se conozca la solicitud de prórroga de medida cautelar. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 09:00 horas del 7 de junio de 2016, del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. En consecuencia, se ordena al Juez del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, que disponga lo que esté dentro del ámbito de su competencia para que proceder a programar y celebrar de inmediato la vista oral solicitada por la amparada, de previo al dictado de la prórroga de la prisión preventiva.



	PENAL
	PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA, CUANDO SE DECLARA UNA CAUSA DE TRAMITACIÓN COMPLEJA

Expediente:16-007123-0007-CO
Sentencia:008381-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO PENAL DE GOLFITO, ELTRIBUNAL DE JUICIO DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR Y EL TRIBUNAL DE APELACIÓN. La sentencia 008381-16 de las 15:05 horas del 21 de junio, 
plantea el caso de la prórroga de la prisión preventiva, dictada por un Tribunal de Juicio, declarando la causa de tramitación compleja, a pesar de que el Tribunal de Apelación ya había advertido que el plazo extraordinario estaba por vencer. Afirma la Sala que de conformidad con los artículos 376 y 378 del Código Procesal Penal, el Tribunal de Juicio recurrido se encontraba plenamente habilitado para declarar el asunto de tramitación compleja, ya que, en dicha causa, no fue sino hasta ese momento que se convocó la misma a debate; y bajo esa nueva condición se ajustaron los plazos del proceso, incluso en relación con el dictado de las medidas cautelares. A partir de lo anterior, los plazos aplicables al proceso son mayores que los del proceso ordinario. (Se cita el voto 000658-16). No obstante lo anterior, el recurso se declara con lugar parcialmente, por la dilación del Tribunal de Juicio de resolver el recurso de revocatoria, pues pasó un plazo de 15 días sin si quiera dar trámite al recurso planteado, del cual depende la libertad del amparado, es un plazo desproporcionado, tomando en consideración que se trata de una resolución de mero trámite y que para la resolución de dicho recurso, se debe conferir audiencia previa a las partes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 450 del Código Procesal Penal. Se declara con lugar el recurso únicamente por la dilación acusada en tramitar el recurso de revocatoria interpuesto por el recurrente ante el Tribunal de Juicio de Golfito, sin ordenar la libertad del amparado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.



	PENAL
	DETENCIÓN ARBITRARIA DE PASAJERO EN EL AEROPUERTO JUAN SANTAMARÍA

Expediente:16-006475-0007-CO
Sentencia:008543-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de habeas contra Aeris Holding Costa Rica S.A. y el Ministerio de Seguridad Pública (MSP). La sentencia 008543-16 de las 9:05 horas del 24 de junio, analiza la detención de un pasajero en el Aeropuerto Juan Santamaría, debido al contenido de su equipaje de mano. Aplicando el test de razonabilidad al caso concreto, concluye la Sala que la detención, fue arbitraria pues nunca se le informó qué tipo de infracción cometió, lo mantuvieron por más de 3 horas detenido, restringiendo su libertad ambulatoria y, en consecuencia, perdió su vuelo. Bajo esa inteligencia, en consideración de este Tribunal las autoridades policiales aeroportuarias tenían otras opciones o alternativas menos gravosas para haber remediado la situación, sin necesidad de mantener retenido al recurrente solamente por portar en su equipaje de mano varios líquidos y geles no permitidos. Se declara con lugar el recurso, solamente contra el Servicio de Vigilancia Aérea del Ministerio de Seguridad Pública. 



	PENAL
	TRADUCTOR EN PROCESO PENAL PARA EXTRANJERO NACIONALIZADO

Expediente:16-007921-0007-CO
Sentencia:008797-16
Ponente: Magistrada Anamari Garro Vargas


Recurso de hábeas corpus contra la Fiscal Auxiliar de la Unidad de Delitos contra la Propiedad de la Segunda Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de San José. La sentencia 008797-16 de las 14:30 horas del 26 de junio, expone el caso de un extranjero a quien le niegan un traductor, por ser nacionalizado. Sobre la designación de traductor, se cita el voto 012669-10. Sobre el caso concreto, se indica que aún, cuando su lengua materna es otra, el hecho de que no se le haya proporcionado un traductor que lo atienda en la causa penal seguida en su contra, no configura una lesión a sus derechos fundamentales, pues de lo informado por la Fiscal recurrida se denota que el amparado sí conoce el idioma español, no solo por haberse nacionalizado costarricense, sino por otros hechos que lo demuestran. No tiene prueba la Sala que materialmente se conculcara de forma grave la oportunidad de defensa del amparado, pues más bien afirma la Fiscal recurrida que lo pretendido es una forma de dilatar el proceso, máxime que se está ante un delito con un plazo de prescripción sumamente corto. Se declara sin lugar el recurso.



	PETICION
	NO RESUELVEN PETICIÓN SOBRE VIAJES DE FUNCIONARIO PUBLICO

Expediente:16-006589-0007-CO
Sentencia:008355-16 
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra LA DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA. En la sentencia 008355-16 de las 11:54 horas del 17-06-16, se cuestiona la negativa a entregar información detallada de todos los viajes al exterior que ha realizado el Alcalde de la Municipalidad de Cartago, así como los lugares de destino de los viajes correspondientes y su tiempo de duración, dentro de un período determinado, en virtud de un proceso de investigación. Se declara con lugar el recurso en cuanto a la lesión al numeral 27 de la Constitución Política únicamente a efectos indemnizatorios. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	PETICION
	SOLICITUD DE OPINIONES A FUNCIONARIOS, NO ESTÁN AMPARADAS AL DERECHO DE PETICIÓN Y PRONTA RESOLUCIÓN

Expediente:16-007727-0007-CO
Sentencia:008344-16
Ponente: Magistrada Ana María Picado Brenes

Recurso de amparo interpuesto por un diputado contra el MINISTRO DE AMBIENTE. La sentencia 008344-16 de las 9:05 horas del 17 de junio, plantea el caso de un diputado, que le remite una solicitud al recurrido, a fin de que se pronuncie, si está o no de acuerdo en el texto de un proyecto de ley y, acusa que no le ha contestado. La Sala, hace un desarrollo de los alcances del derecho de petición y hace una diferencia con la solicitud de opiniones que se hacen ante funcionarios públicos, en tanto indica que no debe pensarse que cualquier solicitud o petición que se formule ante las distintas Administraciones Públicas, se encuentra amparada por los artículos 27 y 41 de la Carta Fundamental, citando las sentencias 019938-14 y 017155-14. En el caso concreto, consta que lo que el propósito del recurrente, era formular una consulta. Se rechaza por el fondo el recurso.



	PETICION
	NO ENTREGAN DE PRUEBAS DE DELITO DENUNCIADO EN CONCEJO MUNICIPAL

Expediente:16-006248-0007-CO
Sentencia:008707-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra la VICEALCALDESA DE LA MUNICIPALIDAD DE TIBÁS. La sentencia 008707-16 de las 11:40 horas del 24 de junio, plantea el caso de una Regidora Municipal propietaria, que solicita a la recurrida, la prueba que decía tener sobre el tráfico de influencias, para presentar las denuncias correspondientes en contra de otros regidores y que, anunció en una sesión del Concejo Municipal de Tibás de 19 de abril de 2016. Se declara sin lugar el recurso.  El Magistrado Rueda Leal salva el voto, y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	PODER EJECUTIVO
	LA FALTA DE REGLAMENTACIÓN DE UNA LEY SE DEBE PLANTEAR ANTE EL JUEZ ORDINARIO

Expediente:15-016867-0007-CO
Sentencia:008516-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DEL AMBIENTE Y ENERGÍA Y LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA. En la sentencia 008516-16 de las 9:05 del 24 de junio, se acusa la falta de reglamentación del Poder Ejecutivo a la Ley Orgánica del Ambiente. Sobre este caso, se indica que no corresponde a esta Sala, por esta vía, resolver lo que plantea el recurrente, por ser esto, un asunto de legalidad que debe plantearse ante el juez ordinario, para que resuelva, si la Administración ha omitido realizar el acto que se reclama. Asimismo, se afirma que no existe un vació legal, pues existe un control de las empresas productivas que estaban en funcionamiento, desde antes de la promulgación de la Ley Orgánica del Ambiente, normativa que fue emitida por la Secretaria Técnica Nacional Ambiental. Se declara sin lugar el recurso.



	PODER EJECUTIVO
	SE ORDENA ARREGLAR PUENTE SOBRE RIO BIRRIS

Expediente:16-006745-0007-CO
Sentencia:008552-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD (CONAVI). La sentencia 008552-16 de las 9:05 horas del 24 de junio, pone en evidencia le mal estado y el riesgo para la seguridad de las personas, que presenta el puente sobre el río Birris. Sobre la obligación objetiva del Estado de tutelar la vida humana, se citan los votos 018443-08 y 011519-03. En el caso concreto, se indica que este Tribunal rescata que el puente no solo representa un peligro en sí, sino que constituye un riesgo ante una eventual situación de emergencia por erupción volcánica, toda vez que es una de las rutas de evacuación y no se observa que se haya emprendido una acción concreta en los dos meses que han transcurrido desde la denuncia del recurrente. En virtud de lo expuesto, se estima necesaria la intervención de esta Sala para garantizar la actuación de la Administración recurrida, en procura de la protección de la vida y seguridad de los usuarios del puente mencionado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director Ejecutivo y Gerente de Contratación de Vías y Puentes, ambos del Consejo Nacional de Viabilidad, que: a) giren las órdenes necesarias dentro del ámbito de sus competencias para que se adopten las medidas provisionales de urgencia, que sean adecuadas para garantizar provisionalmente el tránsito seguro por el puente sobre el río Birris, dentro del plazo de DOS DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia; b) supervisen y velen por que las medidas anteriores se concreten en un plazo de VEINTE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia; c) giren las órdenes necesarias dentro del ámbito de sus competencias para que se adopten medidas definitivas para solucionar el problema del puente sobre el río Birris, dentro del plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia; c) supervisen y velen por que las medidas del punto anterior se concreten en un plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota. 



	PODER JUDICIAL
	ACCESO A LA JUSTICIA. NO LE RECIBIEN DEMANA EN EL PODER JUDICIAL

Expediente:15-017214-0007-CO
Sentencia:008001-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
Recurso de amparo contra el JUZGADO DE SEGURIDAD DE SOCIAL y el INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. La sentencia 008001-16 de las 11:53 del 10 de junio, plantea un caso de acceso a la justicia, en donde una persona, acusa que, ante un accidente laboral, el Instituto Nacional de Seguros, se niega atenderlo y darle más incapacidades. En virtud de que no se encuentra en capacidad de laborar, acudió a los tribunales ordinarios a poner una demanda, la cual no le fue recibida, aduciendo que debía ser previamente, valorado por el INS. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza Coordinadora del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, que de inmediato proceda a la recepción de la demanda que ante dicho órgano pretende interponer el recurrente, así como se pronuncie por escrito sobre sus expresas peticiones o pretensiones, según corresponda conforme a derecho. Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.



	PRONTA RESOLUCION
	MORA JUDICIAL

Expediente:16-006332-0007-CO
Sentencia:007679-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de hábeas corpus contra JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y CIVIL DE MENOR CUANTÍA DE SANTA ANA y el JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE ESCAZÚ. En la sentencia 007679-16 de las 14:30 horas del 07 de junio, se plantea el caso, en donde un incidente de exoneración de pago de pensión alimentaria, que no ha sido resuelto por más de dos años. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Escazú, que adopte las medidas necesarias y dicte las órdenes que correspondan para que dentro del plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las gestiones procesales necesarias para que el incidente de aplicación y sanción, presentado por el recurrente, quede listo para fallo, a efecto de que se resuelva conjuntamente con el incidente de exoneración que ya se encuentra en esa condición, todo dentro del mismo plazo señalado. Se ordena notificar la presente resolución a la parte recurrida, en forma personal y al Consejo Superior del Poder Judicial para lo de su cargo.  ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.



	SEGURIDAD SOCIAL
	OTORGAMIENTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA CONVIVIENTES, CASADOS CON OTRA PERSONA. SE OTORGA PLAZO PARA DEFINIR SITUACION CIVIL

Expediente:16-006441-0007-CO
Sentencia:008000-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
Recurso de amparo contra el ÁREA DE SALUD DE ACOSTA. La sentencia 008000-16 de las 11:52 del 10 de junio, plantea el caso de una señora, que indica que pese a estar asegurada por su conviviente de hecho, durante los últimos doce años, la recurrida le impide continuar asegurada, aduciendo que aparece legalmente casada con otra persona, de quien se separó hace más de 23 años. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el oficio N° ASA-REDES N° 048-2016 del 4 de abril de 2016 y se ordena a la Directora del Área de Salud de Acosta de la CCSS, que DE INMEDIATO resuelva la solicitud de seguro social a favor de la amparada, en la modalidad regulada en el artículo 12 inciso b) del Reglamento del Seguro de Salud, sin tomar en consideración el requisito de libertad de estado, pero sí las demás condiciones. Dicho aseguramiento, de ser aprobado, podrá ser prorrogado hasta por cinco años, condicionado a que se cumplan los demás requerimientos excepto el de libertad de estado de la amparada, periodo durante el cual ella está obligada a definir su situación jurídica en relación con su estado civil a los efectos de satisfacer los requerimientos del Reglamento de Seguro de Salud. Cumplido ese plazo será válido exigirle satisfacer el requerimiento de libertad de estado, si pretendiere un aseguramiento vía artículo 12 inciso b del Reglamento del Seguro de Salud. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	SEGURIDAD SOCIAL
	REQUISITOS PARA EL PAGO DE LICENCIA POR MATERNIDAD

Expediente:16-007086-0007-CO
Sentencia:008270-16
Ponente: Magistrada Anamari Garro Vargas
Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL y el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La sentencia 008270-16 de las 9:05 horas del 17 de junio, plantea el caso de una funcionaria interina del Ministerio de Educación Pública, a quien la CCSS se niega a pagarle la licencia de maternidad, por no encontrarse en planilla el mes de enero del 2016. En este caso, se indica lo que la Sala ha citado en su jurisprudencia sobre la protección a la mujer embarazada y al niño y el pago de incapacidad por maternidad, en las sentencias 10657-15, 014940-13 y 011952-10, en donde en situaciones similares, ha señalado que más allá de determinar si la recurrente, era asegurada activa o no, si estaba con vacaciones, o si el hecho de recibir salario escolar la convierte en asegurada activa, lo cierto es que la situación planteada conllevó una violación de los derechos fundamentales de la amparada y su bebé, al tenor de los artículos 51 y 74 de la Constitución Política que, como se dijo, declaran una protección estatal especial a favor de la familia, la madre y el menor. Esta protección ha sido reiterada a favor de todo menor de edad en los artículos 1, 26 y 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño. El hecho de que la recurrente no estuviera activa en el mes inmediato anterior a la licencia no puede significarle un perjuicio por cuanto, partiendo del mismo artículo 42 del Reglamento del seguro de salud –mencionado por el recurrido en su informe- sí contaba con 6 cuotas consecutivas anteriores a la licencia. Dadas las condiciones particulares del caso concreto, la Sala vuelve a recordarle a la institución accionada que la interpretación que debe hacerse en esta materia debe ser extensiva y no restrictiva como lo ha hecho respecto de la recurrente. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso únicamente en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social. En consecuencia, se: 1) Ordena al Administrador de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social de Heredia, adoptar las medidas que sean necesarias para que se proceda de manera inmediata a hacer entrega a la recurrente, del subsidio completo por licencia de maternidad que le corresponde y que le fue denegado. 2) Le recuerda a la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social lo ordenado por esta Sala mediante el voto número 2015-010657 de las 09:20 horas del 17 de julio del 2015, en el sentido de que informe a esta Sala cuáles fueron las medidas administrativas que se tomaron a fin de evitar que se repitan situaciones como la que se ha denunciado en este recurso. El Magistrado Rueda Leal da razones separadas.



	SEGURIDAD SOCIAL
	REQUISITOS PARA OTORGAR SEGURIDAD SOCIAL A EXTRANJEROS

Expediente:16-006865-0007-CO
Sentencia:008239-16
Ponente: Magistrado Luis Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo interpuesto contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. En la sentencia 008239-16, se cuestiona la negativa del EBAIS de San Isidro de Heredia de renovarle su carné de asegurada directa a una extranjera. La Sala ha dejado suficientemente claro que la persona extranjera interesada en asegurarse ante la CCSS debe tener un documento idóneo donde conste que constancia que certifique que su trámite para resolver su solicitud de residencia se encuentra pendiente y presentar ese documento junto con los demás requisitos exigidos por la Caja Costarricense de Seguro Social para proceder con su aseguramiento. (ver sentencias No. 2013-198 y 2015-18220). Se indica por parte de la administración que no se tiene registro de la gestión de la amparada, lo cual obedece a que únicamente se registran los casos tramitados. Se trata, pues, de una especie de círculo vicioso. Es menester señalarle que la CCSS debe siempre documentar las gestiones y su resultado, como cualquier administración. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Área de Salud de San Isidro de Heredia, que disponga las acciones necesarias para que se tramite la renovación del carné de asegurada directa a la amparada, de conformidad con lo dicho en esta sentencia. Al efecto, la amparada debe dirigirse al Área de Salud y presentar la documentación necesaria. 



	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	DESPIDO DE DIRIGENTE SINDICAL DE EMPRESA PRIVADA NO SE ANALIZA EN VÍA CONSTITUCIONAL

Expediente:16-007335-0007-CO
Sentencia:009030-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez
Recurso de amparo contra CABLE VISIÓN. La sentencia 009030-16 de las 9:05 del 01 de julio, plantea el caso de un trabajador de la empresa privada, que acusa que fue despedido de su puesto, dos meses antes de vencerse el fuero sindical que le cubría. Señala la Sala que este es un procedimiento que se encuentra regulado en el propio Código de Trabajo, razón por la que existe la posibilidad establecida en dicho ordenamiento jurídico, para que en procura de proteger sus derechos sindicales, el recurrente acuda a la vía correspondiente en derecho, sea ésta en sede administrativa ante el Departamento de Inspección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o en la sede jurisdiccional, donde se discuta y resuelva lo que en derecho corresponda. (Se citan las sentencias 010700-07, 007008-14, y 007951-16). Se declara SIN LUGAR el recurso.



	TRABAJO
	PROTECCIÓN DE LA LIBERTAD SINDICAL EN LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

Expediente:16-006586-0007-CO
Sentencia:007447-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de amparo planteado por el Secretario General del Sindicato de Trabajadores de Acueductos y Alcantarillados, contra LA GERENCIA GENERAL DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. En la sentencia 007447-16 de las 9:05 horas del 01 de junio, se acusa la modificación de permisos sindicales en la institución recurrida. En este caso, se analizan los siguientes temas: 1) SOBRE LAS ACCIONES JURISDICCIONALES RESPECTO DE LA LIBERTAD SINDICAL. La jurisprudencia de la Sala es clara en reconocer que para los asuntos donde exista disputa o contención respecto de la aplicación de la libertad sindical, la legislación ordinaria establece procedimientos administrativos y judiciales específicos por los cuales discutir de manera amplia y contundente la presunta lesión, existiendo dentro de ellos la posibilidad de aportar el material probatorio que se estime pertinente, y generar un procedimiento contradictorio que permita la adecuada exposición de los hechos, cargos y descargos. Se citan las sentencias 013720-10 y 012382-11. Esta definición debe apreciarse en su justa dimensión, evitando confundir este criterio con otros donde se ha exigido el respeto de la dimensión constitucional del debido proceso en los procedimientos administrativos disciplinarios seguidos contra dirigentes sindicales, al igual que se exige en los demás casos -ver sentencias 2010-14192 y 2010-14193-, pues en estas otras circunstancias el derecho protegido es el derecho de defensa y el debido proceso, más que lo relacionado al fuero y la libertad sindical. Por ello, los supuestos protegidos son disímiles entre sí, razón por la cual resulta pertinente esta aclaración para evitar confusiones respecto de la protección que la jurisdicción constitucional otorga a las situaciones en torno a la libertad sindical. 2) EL CASO CONCRETO. LA ADUCIDA LESIÓN A LA LIBERTAD SINDICAL. En el caso bajo estudio, para el conocimiento de este tipo de inconformidades, el legislador previó un procedimiento especial y específico a seguirse en sede administrativa, existiendo también la posibilidad del planteamiento de una acción de carácter judicial si así resultare pertinente, motivo por el cual el conocimiento de la concreta y presunta lesión resulta ser un asunto propio de la jurisdicción especializada definida por el legislador, ante la cual podrá definirse si con los hechos denunciados hubo algún tipo de lesión a la libertad sindical. Debe tomar en consideración el recurrente que si bien el patrono debe otorgar las facilidades necesarias para la realización de estas actividades sindicales, también se encuentra dentro de sus potestades la ordenación y previsión de los tiempos para que se garantice la continuidad de los servicios con la menor afectación o riesgo de afectación a los usuarios; además, debe valorarse que en el oficio del Instituto se identifican claramente las razones por las cuales se emite tal criterio, lo cual permite a la organización sindical conocer los motivos por los cuales se adoptó esa decisión, quedándole así abiertas las posibilidades de interposición de las acciones administrativas o judiciales que corresponda. Por lo expuesto, el presente asunto es improcedente, como en efecto se declara. Se rechaza por el fondo el recurso.



	TRABAJO
	SE ANULA RESOLUCIÓN DE ARESEP, QUE EXCLUYE DE LA FIJACIÓN ORDINARIA DEL MARGEN DE OPERACIÓN DE RECOPE, LOS DERECHOS INCLUIDOS EN LA CONVENCIÓN COLECTIVA

Expediente:15-012993-0007-CO
Sentencia:007998-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado
Recurso de amparo planteado por funcionarios de RECOPE contra la ARESEP. La sentencia 007998-16 de las 11:50 horas del 10 de junio de 2016, declaró con lugar el recurso de amparo presentado por los empleados de RECOPE contra la resolución de ARESEP con respecto a la fijación ordinaria del margen de operación de RECOPE, en la que se excluyeron ciertos rubros correspondientes a los derechos derivados de la Convención Colectiva de Trabajo, lo que consideran lesionó sus derechos fundamentales. El Tribunal Constitucional no analizó si ciertos rubros de la Convención Colectiva forman parte de los costos operativos de RECOPE, sino que consideró que ARESEP hizo un vaciamiento económico, que violentó el derecho constitucional a la negociación colectiva, para lo cual debió recurrirse a la denuncia de la Convención Colectiva o a la formulación de una acción de inconstitucionalidad, nada de lo cual ha sucedido. En consecuencia, la Sala Constitucional anuló el contenido de la resolución de fijación ordinaria del margen de operación de RECOPE dictada por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, en lo que se refiere a la exclusión del cálculo tarifario de los gastos asociados a los beneficios de la Convención Colectiva.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el contenido de la resolución de fijación ordinaria del margen de operación de RECOPE S.A., N° RIE-091-2015 de las 10:41 horas del 21 de agosto de 2015, de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, en lo que se refiere a la exclusión del cálculo tarifario los gastos asociados a los beneficios de la Convención Colectiva. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández López ponen notas separadas. Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara sin lugar el recurso, porque el objeto de este asunto es ajeno a la naturaleza sumaria del amparo, lo que no obsta que los amparados acudan a la vía jurisdiccional ordinaria. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	TRABAJO
	INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL

Expediente:16-002194-0007-CO
Sentencia:008003-16 
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
Recurso de amparo contra el PODER JUDICIAL. La sentencia 008003-16 de las 11:55 del 10 de junio, plantea el caso de una funcionaria interina del Poder Judicial, que es sustituida por otra persona en igual condición. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Juez Coordinador del Tribunal de Cartago, restituir en forma inmediata a la amparada como Técnica Judicial 3 en la Sección Extraordinaria del Tribunal de Cartago (sede Turrialba). Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	TRABAJO
	PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ASPECTOS QUE SE VEN LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

Expediente:16-007487-0007-CO
Sentencia:008167-16
Ponente: Magistrada Anamari Garro Vargas
Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. En la sentencia 008167-16 de las 10:05 del 15 de junio, se cuestiona que un procedimiento administrativo contra un funcionario público, la audiencia no fue grabada ni se levantó acta alguna, se le comunicó lo dispuesto en la resolución final; sin embargo, no se adjuntó la resolución íntegra, ni el informe del Órgano Director del Procedimiento, lo que estima violatorio del debido proceso y las gestiones que planteó fueron declaradas inadmisibles. La Sala rechaza por el fondo el recurso, reiterando el criterio planteado en la sentencia 10198-01, el cual señala que la Sala no es una instancia de alzada en los procedimientos que se siguen ante las distintas Administraciones Públicas, su función se limita, únicamente, a enmendar las infracciones a los elementos esenciales del debido proceso. En este sentido, el debido proceso constitucional busca salvaguardar las violaciones groseras al derecho de defensa y no las cuestiones que por su naturaleza son propias de discutirse en la sede común, como las alegadas por el accionante. Precisamente, en el caso concreto, constata que el recurrente ha contado con la posibilidad de plantear múltiples impugnaciones contra lo actuado en el procedimiento disciplinario seguido en su contra. En consecuencia, la parte recurrente cuenta con la posibilidad de plantear sus inconformidades o reclamos ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, sedes en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. 



	TRABAJO
	SE ORDENA A LA ADMINISTRACIÓN GARANTIZAR DERECHO DE SALUD DE TRABAJADORA

Expediente:16-006300-0007-CO
Sentencia:008131-16 
Ponente: Magistrado Luis Paulino Hernández Gutiérrez
Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La sentencia 008131-16 de las 10:05 del 15 de junio, plantea el caso de una funcionaria pública, que se desempeña como conserje y por recomendación médica, en razón de un padecimiento que tiene, se solicita un lugar dentro de la institución, donde hacerse una limpieza especial, varias veces al día, o bien, la disminución de su jornada laboral; no obstante, la administración rechaza su gestión. En este caso, consta a la Sala, que no ha sido posible que la administración le de las condiciones a la recurrente para desarrollar su trabajo en armonía con su derecho a la salud; no obstante, se le han readecuado sus funciones, pero no una modificación de la jornada laboral, que es sólo una posibilidad planteada en el informe médico y que no es posible, en virtud de lo dispuesto en el Reglamento de Servicios de Conserjería de las Instituciones Educativas Oficiales. Finalmente, señala la Sala, que la autoridad deberá garantizarle a la recurrente, el contar dentro del Centro Educativo donde labora, con un lugar para que llevar a cabo el procedimiento de limpieza para su padecimiento. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, en cuanto a la violación al derecho a la salud de la recurrente. Se ordena a la Directora del Colegio y a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que dentro del plazo de UN MES contado a partir de la notificación de esta sentencia, giren las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que están dentro del ámbito de su competencia, para que en el Colegio, donde labora la recurrente, se disponga un lugar específico el cual se encuentre limpio, no tenga riesgo de contaminación y que tenga acceso al agua potable, a efecto de que pueda realizar los procedimientos de mantenimiento y limpieza de su traqueostomía. En lo demás se declara sin lugar el recurso.



	TRABAJO
	SANCIÓN IMPUESTA CONTRA FUNCIONARIOS POR AFECTACIONES AL PATRIMONIO PUBLICO

Expediente:16-007519-0007-CO
Sentencia:008112-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López
Recurso de amparo contra CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. La sentencia 008112-16 de las 14:30 del 14 de junio, discute el caso de la sanción impuesta por la entidad recurrida contra varios funcionarios públicos, por afectaciones al patrimonio público y dictó inhabilitaciones para ocupar puestos en la Hacienda Pública. En sentencias 001786-16 y 7910-96, la Sala Constitucional revisó el procedimiento seguido contra los amparados y, no encontró ningún vicio el procedimiento, por lo que procede a rechazar por el fondo el recurso.
 

	TRABAJO
	SOBRE EL ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR

Expediente:16-007395-0007-CO
Sentencia:008082-16
Ponente: Magistrada Ana María Picado Brenes
Recurso de amparo planteado por LA JUNTA DIRECTIVA DE LA SECCIONAL DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPLEADOS PÚBLICOS Y PRIVADOS DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE PUERTOS DEL PACÍFICO (SECCIONAL ANEP-INCOP), contra EL GERENTE GENERAL DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE PUERTOS DEL PACIFICO (INCOP), SEDE PUERTO CALDERA. En la sentencia 008082-16 de las 14:30 del 14 de junio se discute la negativa de la administración a la información sobre una denuncia que se encuentra en la etapa de investigación preliminar. Sobre el tema, la Sala cita el voto 005758-16, en donde afirmó que se ha interpretado que existen, al menos, tres etapas en una investigación administrativa, cada una de las cuales se caracteriza por un grado distinto de acceso a la información. En la investigación preliminar, que puede comenzar con una denuncia o, con una actuación de oficio del Estado. Esta fase, se relaciona con las primeras averiguaciones y pesquisas que realiza la Administración con el fin de determinar si en efecto, hay mérito para iniciar un procedimiento administrativo formal. En este momento, la documentación recopilada y los dictámenes, resultan confidenciales para cualquier persona, incluso para el denunciante y el denunciado, en la medida que, por un lado, se deben garantizar los resultados de la investigación y proteger tanto la honra del denunciado como la confidencialidad del denunciante de buena fe y, por otro lado, no existe certeza aún sobre la procedencia de lo denunciado. Se rechaza por el fondo el recurso.



	TRABAJO
	SANCIÓN A FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPUESTA POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Expediente:16-006507-0007-CO
Sentencia:008353-16 
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López
Recurso de amparo contra la CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. La sentencia 008353-16 de las 11:52 horas del 17-06-2016, analiza el caso de unos funcionarios del Consejo Directivo del Fondo de Apoyo para la Educación Superior y Técnica del Puntarenense, que fueron sancionados por la autoridad recurrida, recomendando el despido y la imposibilidad de trabajar en cargos de hacienda pública durante cinco años. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal da razones separadas.




	Sentencias de asuntos de constitucionalidad emitidas durante el mes



	ADMINISTRATIVO
	POTESTADES DE LA ARESEP


Expediente:16-005287-0007-CO 
Sentencia:007851-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 45 párrafo 3o. de la Ley No. 7593; los artículos 16, 17 incisos 1), 2), 10) y 25) y 20 incisos 1), 2) y 4) del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados (RIOF) de la ARESEP. La Sentencia 007851-16 de las 15:35 del 08 de junio, cuestiona las potestades de la ARESEP, en cuanto a la emisión de reglamentos en materia de transporte público. Los accionantes insisten en que las funciones asignadas a las distintas Intendencias –la fijación de tarifas y la fiscalización del servicio entre otras-, constituyen una delegación o transferencia de competencias. Luego de analizar la organización, funciones y atribuciones de la institución. La potestad de auto-organización, en donde este Tribunal indicó que las funciones otorgadas a las Intendencias no suponen la delegación de potestades de imperio, sino solamente la atribución de funciones.  La costumbre constitucional, que debe tratarse de un comportamiento o uso reiterado en el tiempo con la convicción de su obligatoriedad jurídica (ver sentencia No. 2003-02771). Las potestades de imperio delegadas a las intendencias. La reserva de ley en materia de creación de competencias que supongan la atribución de potestades de imperio de los poderes públicos, se determinó que la norma cuestionada, no es inconstitucional. Concretamente, señala la Sala, que la circunstancia que sea un reglamento, el que indique cuales órganos son los que deben ejercer determinadas competencias no hacen a tales normas inconstitucionales.  En el voto No. 2011-016591, este Tribunal señaló, que las funciones atribuidas por la Junta Directiva de la ARESEP a las Intendencias fueron expresamente otorgadas por ley a ARESEP, por lo que no hay violación alguna al principio de mensurabilidad de las potestades públicas. Cuando la ley crea una competencia que atribuye el ejercicio de potestades de imperio y se las asigna, en general, a un ente público sin señalar un órgano en particular, le corresponderá, entonces, al Jerarca, a través de la potestad de auto-organización determinar y definir cuál órgano la ejerce, siendo que, por tal circunstancia, adquiere la condición de órgano externo y no de simple órgano interno, por cuanto, sus competencias pueden impactar al administrado. Consecuentemente, bajo el nuevo paradigma legislativo, será el Jerarca o superior jerárquico supremo de ese ente quien disponga, por vía reglamentaria independiente, qué órgano ejercerá, específicamente, la competencia.   Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y ordenan continuar con el trámite de la acción.


	AMBIENTE
	LEY PARA LA GESTIÓN INTEGRADA DEL RECURSO HÍDRICO


Expediente:16-006064-0007-CO
Sentencia:008127-16
Ponente: Magistrada Ana María Picado Brenes


Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad respecto del proyecto de "Ley para la Gestión Integrada del Recurso Hídrico", expediente legislativo número 17.742. La sentencia 008127-16 de las 10:05 del 15 de junio, es un voto interlocutorio que resuelve sobre una prevención realizada por la Sala Constitucional a la Presidencia de la Asamblea Legislativa, para corroborar si estaba completa la copia certificada del expediente, ante lo que indica el Presidente de la Asamblea y el diputado Edgardo Araya Sibaja, que el Plenario no ha conocido el Dictamen Afirmativo de Mayoría de la Comisión Permanente Especial de Consultas de Constitucionalidad. Ante ello, le resulta claro a esta Sala que no puede pronunciarse la Sala sobre el acto reclamado por ser este inexistente. Es necesario enfatizar que este Tribunal solo podría emitir opiniones consultivas sobre actuaciones concretas y firmes de los diferentes órganos legislativos. De este modo, entrar a definir en este momento que es lo que correspondería hacer al Plenario Legislativo, sería adelantarse a los acontecimientos. Mucho menos debe este Tribunal controlar la constitucionalidad de hipotéticas omisiones o actuaciones del órgano decisor, porque constituyen meras premoniciones. Por todo ello, no ha lugar a la gestión formulada al ser prematuras las pretensiones de los gestionantes, se rechaza la consulta y se indica expresamente en la parte dispositiva: No ha lugar a la gestión formulada.



	AMBIENTE
	PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN VISUAL
               

Expediente:13-012064-0007-CO
Sentencia:007784-16
Ponente:Magistrado Fernando Cruz Castro


Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para la prevención de la Contaminación Visual, Decreto N°35860-MINAET de 26 de febrero de 2010. La sentencia 007784-16 de las 14:30 del 08 de junio, cuestiona la emisión del decreto, que es la reglamentación del artículo 71 de la Ley Orgánica del Ambiente, en tanto carece de parámetros técnicos y jurídicos que regulen el desarrollo de cualesquiera actividades relacionadas con la contaminación visual. Señala la Sala que no es cierto que el Reglamento cuestionado no contemple los parámetros técnicos y jurídicos que deben regular el desarrollo de actividades relacionadas con la contaminación visual. Lo anterior porque sí remite a los interesados en desarrollar obras, actividades o proyectos que impliquen una posible contaminación visual, a la normativa particular que al respecto corresponda. En cuanto al principio de irreductibilidad del bosque no procede pronunciamiento alguno, toda vez que el Reglamento cuestionado no hace mención alguna respecto a esa materia, ni se acusa afectación concretar con la mera existencia de la norma. En cuanto a los principios de regresión y progresividad el decreto impugnado no disminuye el nivel de protección ambiental al paisaje, por el contrario, y en ese sentido más bien, remite a la normativa que contiene las disposiciones de protección ambiental. El decreto objetado en esta acción no es omiso en los términos reclamados por los accionantes, el hecho que el decreto no contenga las normas técnicas a que hace referencia el artículo 71 de la LOA, no puede catalogarse como una omisión que lesione los principios contenidos en los artículos 21, 50 y 89 constitucionales. La remisión a otras regulaciones, no supone una omisión esencial respecto del ambiente que sea constitucionalmente relevante. Se declara sin lugar la acción.



	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	SE CUESTIONAN MOCIONES LEGISLATIVAS QUE PARALIZAN EL FUNCIONAMIENTO DE LAS COMISIONES CON POTESTAD LEGISLATIVA PLENA


Expediente:16-007256-0007-CO
Sentencia:008478-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo


Acción de inconstitucionalidad planteada por un diputado, contra el artículo 175 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. La sentencia 008478-16 de las 9:05 horas del 22 de junio, desarrolla un caso planteado por un diputado, en donde cuestiona que, la presentación de la moción (de avocación) no suspenderá ningún trámite en la Comisión, salvo el de su votación definitiva. Se indica que, en la práctica, esta moción una vez presentada viene a paralizar el funcionamiento de las Comisiones con Potestad Legislativa Plena, pues ante la posibilidad de que el proyecto sea avocado y, sobre todo que no pueda votarse y que sea sustraída la competencia del asunto al órgano delegado, se suspende por completo el trámite. A juicio del accionante la norma va en contra de lo dispuesto en el artículo 124 inciso segundo de la Constitución Política. En primer término, el Tribunal aprecia que la legitimación del accionante proviene, del párrafo segundo del artículo 75 supra citado, ya que no existe una lesión individual y directa que dé lugar a un asunto previo, y no por tratarse, como lo sostiene el accionante, de intereses que atañen a la colectividad en su conjunto. Sobre la constitucionalidad del artículo 175 inciso 2) del Reglamento de la Asamblea Legislativa, se citan los votos 014966-11 y 15969-11, de los que se desprende, que, para este Tribunal, es conforme al Derecho de la Constitución el que la presentación en el Plenario Legislativo de una moción de avocación de un proyecto de ley, que es conocido por una Comisión con Potestad Legislativa Plena, suspenda su trámite de votación en primer debate en ese órgano parlamentario. Por lo anterior, no existiendo razones que justifiquen la reconsideración del criterio expuesto, lo procedente es el rechazo por el fondo de la acción de inconstitucionalidad.



	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	PRECIO DE LOS COMBUSTIBLES AL SECTOR PESQUERO NACIONAL NO DEPORTIVO

Expediente:16-006109-0007-CO
Sentencia:007792-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Consulta Judicial planteada por el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Sección Primera. Segundo Circuito Judicial de San José. Anexo, referente al artículo único de la Ley No. 9134 del 06/06/2013, denominada “Interpretación Auténtica del artículo 45 de la Ley No. 7384 “Creación del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura (INCOPESCA)” y el 123 de la Ley No. 8436 “Ley de Pesca y Acuicultura”. La sentencia 007792-16 de las 14:30 horas del 08 de junio, cuestiona una ley interpretativa y se estima que, no se le podría dar efecto retroactivo cuando con base en ella se fija una tarifa en el precio de los combustibles al sector pesquero nacional no deportivo, ya que esto estaría en contra de lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley de la ARESPE, No. 7593. Señala la Sala, que el análisis y la discusión lo planteado, así como determinar cómo deben aplicarse las normas y en qué orden, es una tarea que le corresponde al Tribunal en el caso concreto. Los temas expuestos deben ser resueltos por el propio Tribunal consultante, pues no versa respecto de ninguna norma sobre la que tenga dudas de constitucionalidad, sino que atiende a aspectos propios de la valoración del caso en particular. No ha lugar a evacuar la consulta.



	CIVIL
	HEREDEROS LEGITIMOS

Expediente:16-007872-0007-CO
Sentencia:008908-16                                                    

Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro
Consulta Judicial planteada por el Juzgado Civil del I Circuito Judicial de Alajuela, referente al artículo 573 inciso 3) del Código Civil. La sentencia 008908-16 de las 9:30 del 29 de junio, analiza el tema de la exclusión de herederos, cuando son hermanos por naturales por parte de padre, tema sobre el cual, la Sala ya se pronunció en la sentencia 004575-11 de las 15:27 horas del 06 de abril del 2011, en donde declaró inconstitucional la norma, al estimar que resultaba discriminatorio, por no existir alguna razón fundada en condiciones objetivas y razonables que pudiera establecer la razonabilidad de la disposición, más que un criterio de discriminación en razón del género, que no encontraba justificación en el estado actual de técnica y de la ciencia. Lo anterior en infracción de los ordinales 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 33 de la Constitución Política. Estimó, también, que la norma impugnada rozaba con el concepto de familia en su sentido amplio. Igualmente, en la sentencia citada, se analiza el tema de las normas preconstitucionales, razón por la cual, se resuelve expresamente que de estarse el Juzgado consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia No.2011-004575 de las 15:27 hrs. del 06 de abril del 2011.



	CIVIL
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL AGRARIO SOBRE RECUSACIONES

Expediente:16-007254-0007-CO
Sentencia:008477-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia del Tribunal Agrario, sobre el artículo 53 inciso 5) del Código Procesal Civil. La sentencia 009405-16 de las 9:05 horas del 06 de julio, desestima la solicitud de revocatoria de la sentencia 008477-16, presentada por el accionante, con base en lo dispuesto, en el artículo 11 párrafo 2) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 



	CIVIL
	

	COMERCIO
	REQUISITOS EN COMPETECIONES DE JUEGOS NACIONALES

Expediente:16-006506-0007-CO
Sentencia:007430-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 75.3 del Apartado Normas por Deporte del Instituto Costarricense Del Deporte y la Recreación - Juegos Deportivos Nacionales. La sentencia 007430-16 de las 9:05 de 01 de junio, cuestiona el uniforme de los atletas en competencia de la WTF. En el presente caso, revisado el Sistema de Gestión, consta que el recurso de amparo que se tramitó como asunto base, fue rechazado de plano, por estimar que lo alegado no se relaciona directamente con una eventual violación a un derecho fundamental. Esto significa –a la luz de lo expuesto– que el recurso de amparo no era idóneo para servir como asunto previo de esta acción. No se cumplen, entonces, los presupuestos de admisibilidad que al efecto estipula la Ley de la Jurisdicción Constitucional y, por ende, lo que corresponde es el rechazo de plano de este asunto.



	CONTENCIOSO
	DESESTIMACIÓN DE DEFENSAS PREVIAS EN MATERIA CONTENCIOSA

Expediente:16-006322-0007-CO
Sentencia:007795-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad planteada por el Alcalde de la Municipalidad de Guácimo, contra el artículo 92 punto 7 del Código Procesal Contencioso Administrativo, en relación con lo dispuesto en el artículo 120 punto 4. Ley No. 8505. La sentencia 007735-16 de las 14:30 del 08 de junio, cuestiona el que las normas regulan que, con la desestimación de las defensas previas, no cabe recurso alguno, sin perjuicio de su posterior examen en el dictado de la sentencia, bien sea para declarar la inadmisibilidad de la demanda, conforme las reglas del artículo 120, o bien, para dictar su procedencia. En este caso, acude el alcalde directamente contra la norma; no obstante, se reitera que a partir de la sentencia número No. 2007-07136, se aclaró que la legitimación en estos casos corresponde al Alcalde, solo cuando medie autorización explícita del Concejo Municipal. En vista de que, en este caso, no viene la autorización, la acción resulta inadmisible y debe ser rechazada. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.



	EDUCACION 
	DECRETO SOBRE EDUCACIÓN INDÍGENA

Expediente:13-011311-0007-CO
Sentencia:007999-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Acciones de inconstitucionalidad acumuladas planteadas por organizaciones indígenas, contra el Decreto Ejecutivo No. 37801-MEP. Publicado en la Gaceta No. 135 del 15-07-2013. En la sentencia 007999-16 de las 11:51 del 10 de junio, se discute un decreto en materia de educación, que se acusa, no fue consultado a los pueblos indígenas. Las organizaciones, cuestionan algunos aspectos concretos del decreto, referentes a nombramientos, creación de un Consejo de Educación y demás. La Sala declara sin lugar las acciones interpuestas. 

Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal, con redacción del segundo, salvan el voto y declaran con lugar las acciones únicamente por la acusada violación a los artículos 6 del Convenio Internacional No. 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales y 19 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. En consecuencia, anulan el Decreto Ejecutivo No. 37801-MEP publicado en La Gaceta No. 135 del 15 de julio de 2013. No obstante, a fin de evitar graves dislocaciones al derecho de la educación de los menores de edad por la repentina anulación del citado decreto, los efectos de dicha nulidad serán prospectivos a partir del curso lectivo 2017, lo que implica mantener  vigente el decreto impugnado por el resto de este curso lectivo; a partir del siguiente año, de no contarse con una nueva normativa que hubiera sido debidamente consultada a los pueblos indígenas, entraría en vigencia el decreto anterior a la emisión del aquí anulado. Asimismo, en respeto de los derechos adquiridos de buena fe, los nombramientos del personal docente y administrativo efectuados bajo tal normativa se mantendrían incólumes por los plazos ya autorizados. El Magistrado Cruz Castro da razones adicionales. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	ELECTORAL
	ESCRUTINIO DE ELECCIONES MUNICIPALES 2016

Expediente:16-008058-0007-CO
Sentencia:008921-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de Inconstitucionalidad artículo 36 del Decreto Número 18-2015 del Tribunal Supremo de Elecciones, Reglamento para la Elección Municipal de febrero de 2016. La sentencia 008921-16 de las 9:30 del 29 de junio, analiza el tema de un empate técnico entre dos partidos políticos en las elecciones municipales y, se solicita el recuerdo de determinadas mesas receptoras de votos. En un caso similar (sentencia 005909-16), señaló la Sala que escapa al control de constitucionalidad, el resultado electoral de las elecciones, por lo que procede rechazar de plano la acción. 



	FAMILIA
	RECURSOS CONTRA MEDIDAS DE PROTECCIÓN

Expediente:16-007509-0007-CO
Sentencia:008484-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley contra la Violencia Doméstica, Ley No. 7586. En la sentencia 008484-16 de las 9:05 horas del 22 de junio, se cuestiona que una vez establecidas las medidas de protección solicitadas, la resolución deberá notificarse y no cabrá recurso alguno contra ella. Se cita la jurisprudencia de la Sala sobre los requisitos para plantear una acción de inconstitucionalidad, establecidos en el artículo 75 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, como son: el asunto pendiente de resolver, se citan los votos: 1319-97, 07783-00, 11033-00. En el caso concreto, se rechaza de plano la acción por falta de asunto previo, en tanto el amparo base fue rechazado de plano.
  

	FAMILIA
	PLAZO PARA DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO

Expediente:08-007528-0007-CO
Sentencia:008866-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 48, inciso 7), del Código de Familia. La sentencia 008866-16 de las 9:30 horas del 29 de junio, resuelve una solicitud de adición y aclaración de la sentencia 16099-08, la cual, es rechazada por falta de los requisitos establecidos en el artículo 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. No ha lugar a la gestión formulada. 



	NOTARIADO
	PROHIBICIONES PARA NOTARIOS

Expediente:16-006782-0007-CO
Sentencia:007812-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jineta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 7 incisos c) y d); artículo 126 inciso d) del Código Notarial. Ley No. 7764. La sentencia 007812-16 de las 14:30 del 08 de junio, se cuestiona la emisión de actos notariales, a favor de familiares y otros. Se rechaza de plano la acción, por no invocarse en el asunto base, de manera formal y explícita, la inconstitucionalidad de los artículos cuestionados, de conformidad con los artículos 75 y 79 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.
 

	PENAL
	OBLIGACIÓN DE DECLARAR INGRESO DE DINERO AL PAÍS

Expediente:14-018692-0007-CO
Sentencia:008508-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 35 de la Ley número 8204, Reforma integral a la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. La sentencia 008508-16 de las 11:30 del 22 de junio, analiza el tema el decomiso de dinero efectivo por parte de funcionarios aduaneros. Se cuestiona la norma, en tanto se considera violatoria del artículo 39 constitucional por atribuirle a la administración la facultad de actuar iuris et de iure, sin darle al administrado el derecho de defender su peculio, de argumentar, de probar y ser sometido a la comprobación de una falta, delito o cuasidelito. Se declara sin lugar la acción. Tome nota el Director General de Aduanas de lo indicado en el último considerando. Los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez, también declaran sin lugar la acción, pero interpretan conforme al Derecho de la Constitución el artículo 35, párrafo 2°, de la ley impugnada, de manera que resulta constitucional siempre y cuando la persona que sufre la pérdida del dinero o los valores tenga oportunidad suficiente y razonable de acreditar su legitimidad, en sede administrativa de manera sumaria, mientras tanto la autoridad aduanera deberá dictar una medida cautelar de congelamiento. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	PENAL
	LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA

Expediente:16-006338-0007-CO
Sentencia:008467-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el Transitorio III de la Ley de creación del Recurso de Apelación de la Sentencia. No. 8837. En la sentencia 008467-16 de las 9:05 horas del 22 de junio, se cuestiona el plazo de seis meses, a partir de la publicación, para solicitar la readecuación del recurso de casación a un recurso de apelación, de esta forma, no se permite el recurso de revisión y con ello no se garantiza un análisis amplio e integral del fallo condenatorio. En el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se establecen los presupuestos de admisibilidad para las acciones de inconstitucionalidad y se regulan situaciones distintas. En la especie, el accionante alega que interpone esta acción en “defensa de intereses que atañen a los privados de libertad sentenciados con anterior al 2012”. En cuyo caso, al conocer de un asunto análogo al presente, la Sala se pronunció, mediante sentencia 014956-11 y determinó que no puede estimarse que se configure alguno de los supuestos de legitimación directa previstos en el citado artículo 75, párrafo segundo, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. De la lectura del escrito de interposición, se desprende que, en el procedimiento de revisión de sentencia, no se invocó, de manera formal y explícita, la inconstitucionalidad de la norma cuestionada. Se rechaza de plano el recurso. 



	PENAL
	CONCILIACIÓN EN CASOS DE MENORES DE EDAD


Expediente:16-007795-0007-CO
Sentencia:008492-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Consulta judicial formulada por EL JUZGADO PENAL DE LA UNIÓN, referente al artículo 36 del Código Procesal Penal. En la sentencia 008492-16 de las 9:05 del 22 de junio, se consulta si en los delitos de lesiones culposas, en donde la persona ofendida es un menor de edad, resultaría posible aplicar el instituto de la conciliación. Reitera la jurisprudencia sobre los requisitos de admisibilidad de las consultas judiciales, analizada mediante voto 01617-97 y sobre la obligación del juez consultante de explicar, detalladamente al Tribunal Constitucional, las razones por las cuales estima que la norma que debe ser aplicada al caso concreto es inconstitucional, se citan los votos 5565-93 y 6799-94. En el caso concreto, se considera improcedente evacuar la consulta, por cuanto el Juez ordinario ha omitido esbozar, con detalle, los motivos por los cuales estima que lo dispuesto en la normativa impugnada es contrario al Derecho de la Constitución. No ha lugar a evacuar la consulta.


	PENAL
	LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA

Expediente:16-007416-0007-CO
Sentencia:008885-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro

Acción de inconstitucionalidad contra el Transitorio III de la Ley de creación del Recurso de Apelación de la Sentencia. No. 8837. La sentencia 008885-16 de las 9:30 del 29 de junio, rechaza de plano la acción, por falta de asunto previo.


	PODER JUDICIAL
	PROCESO AGRARIO

Expediente:16-006083-0007-CO
Sentencia:007383-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra proceso de usucapión que se lleva en el Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón. En la sentencia 007383-16 de las 9:05 horas del 01 de junio, se solicita adición y aclaración de la sentencia 006776-16. Tras revisar el memorial de interposición de esta acción de inconstitucionalidad, fácilmente, se advierte que se trata de una mera reiteración de la acción de inconstitucionalidad tramitada bajo el expediente No. 16-005150-0007-CO. Esta última acción fue rechazada de plano, en razón del objeto de la impugnación, porque fue planteada, únicamente, contra una decisión jurisdiccional, en concreto, el criterio sostenido por el Juzgado Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede San Ramón, en la resolución de 10 de marzo de 2016, a contrapelo de lo dispuesto en el artículo 10 de la Constitución Política y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Por consiguiente, se debe denegar la gestión formulada.



	PROPIEDAD
	PRUEBA DE LA POSESIÓN

Expediente:16-004723-0007-CO
Sentencia:008180-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Consulta Judicial del Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Guápiles, referente al artículo 6 de la Ley de Informaciones Posesorias, No. 139 del 14/07/1941, la norma señala expresamente: “La justificación de la posesión, se acreditará con la declaración de tres testigos, vecinos del cantón donde se haya situado el inmueble, a los cuales se interrogará”. Se cuestiona que la prueba se limita a la presentación de testigos que vivan en el cantón, únicamente. No ha lugar a evacuar la consulta formulada. La Magistrada Hernández López salva el voto y evacua la consulta formulada en el sentido de que el número de testigos y la condición de vecindad con el inmueble objeto de información posesoria recogidas en el artículo 6 de la Ley de Informaciones Posesorias, no resultan contrarias a las normas y principios constitucionales. El Magistrado Madrigal Jiménez pone nota separada. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCION.



	TRABAJO
	LICENCIA CON GOCE DE SALARIO POR ADOPCIÓN, SÓLO SE DA A LAS MUJERES

Expediente:16-004667-0007-CO
Sentencia:008464-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 57 inciso d) del Decreto Ejecutivo 24896-SP del 31 de agosto de 1995, Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Seguridad Pública. La sentencia 008464-16 de las 9:05 del 22 de junio, se cuestiona que la licencia con goce de salario en caso de adopciones, se otorgue solamente a las mujeres. Se rechaza de plano la acción, porque al momento de presentar la solicitud de licencia ya el artículo 57 impugnado había sido reformado y el nuevo texto permite aplicar la disposición a personas de cualquier género. Por esto, resulta innecesario y carente de interés actual que la Sala se pronuncie sobre el fondo del asunto.



	TRABAJO
	LIMITACIONES A EXTRANJEROS PARA EJERCER CARGOS DE DIRECCIÓN EN SINDICATOS

Expediente:16-006792-0007-CO
Sentencia:008470-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 345 inciso e) del Código de Trabajo y el artículo 60 párrafo segundo de la Constitución Política. En la sentencia 008470-16 de las 9:05 del 22 de junio, se cuestiona la limitación de extranjeros para ejercer cargos de dirección o autoridad en sindicatos. La Sala indica que las partes se encuentran debidamente legitimadas para plantearla, pues al ser un sindicato, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de la Jurisdicción Constitucional y lo señalado en la sentencia 8239-01. No obstante, lo anterior, el artículo 60 de la Constitución Política es una norma originaria, es decir, una norma promulgada por la Asamblea Nacional Constituyente de 1949. Esa circunstancia determina la inadmisibilidad de la presente acción pues este Tribunal ha resuelto, de forma reiterada, que carece de competencia para conocer de la impugnación de normas constitucionales originarias. (Ver sentencias 05596-99, 003302-14, 09980-04, 014672-13, 015234-13, 003303-14, 012061-14, 014310-14, 10266-15, 004634-16. Sobre el artículo 345 inciso e) del Código de Trabajo, afirma este Tribunal que Fue una norma promulgada en 1943, es decir, es una norma preconstitucional cuyo texto debe ser confrontado con la norma fundamental. En este sentido, es importante recordar el valor normativo directo e inmediato de la Constitución Política que se encuentra expresamente consagrado en los artículos 11, 18, 154 y 197 del texto constitucional. Ese valor supone el reconocimiento de su eficacia jurídica directa e inmediata. Es claro entonces, de conformidad con lo establecido en el artículo 197 de la Constitución Política, que el inciso e) del artículo 345 del Código de Trabajo fue derogado automáticamente por el artículo 60 constitucional. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal salva parcialmente el voto y rechaza por el fondo la acusada inconstitucionalidad del artículo 345 inciso e) del Código de Trabajo.



	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE RECOPE

Expediente:16-008103-0007-CO
Sentencia:008924-16
Ponente: Magistrado Fernando Cruz Castro
Acción de Inconstitucionalidad contra las cláusulas 48, 85, 86 103, 107, 110bis, 137, 143 y 152 de la Convención Colectiva de RECOPE. La sentencia 008924-16 de las 9:30 horas del 29 de junio, señala que de conformidad con el artículo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, a ante la evidente conexidad que existe entre los reproches planteados en este asunto y los discutidos en el expediente No. 16-007580-0007-CO que se tramita ante esta Sala, y a fin de evitar resoluciones contradictorias que pudieren afectar los derechos e intereses de las partes involucradas, se dispone en este acto acumular este expediente al citado,  del que se tiene como ampliación. Acumúlese esta acción a la que en el expediente No. 16-007580-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	Estadísticas mensuales por tema



ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL JUNIO 2016

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de JUNIO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Judiciales
	6
	0,37%

	Consulta Legislativa
	1
	0,06%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	18
	1,11%

	Hábeas Corpus
	142
	8,82%

	Recursos de Amparo
	1442
	89,62%

	Total
	1609
	100%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estese, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	437
	30,13%

	Con Lugar Parcial
	57
	3,93%

	Sin Lugar
	284
	19,58%

	Rechazo de Plano
	600
	41,37%

	Rechazo por el Fondo
	72
	4,96%

	Total 
	1450
	100%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	AMBIENTE 
	25

	AMPARO CONTRA NORMA
	2

	ASOCIACION
	9

	BANCARIO
	12

	COLEGIOS PROFESIONALES
	5

	COMERCIO 
	8

	CONTRATOS O LICITACIONES
	2

	EDUCACION
	66

	ELECTORAL
	2

	FAMILIA 
	11

	FINANCIERO
	1

	INFORMACION 
	15

	INTIMIDAD
	5

	MIGRACION 
	8

	MINORIAS 
	16

	MUNICIPALIDAD 
	35

	NOTARIADO
	2

	PENAL 
	69

	PENITENCIARIO
	54

	PENSION 
	68

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	30

	PETICION 
	79

	PODER EJECUTIVO 
	27

	PODER JUDICIAL
	32

	PRONTA RESOLUCION 
	112

	PROPIEDAD 
	25

	SALUD 
	394

	SEGURIDAD SOCIAL
	30

	SEGUROS 
	15

	SERVICIOS PUBLICOS
	30

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	26

	TRABAJO 
	211

	TRANSITO 
	21

	TRIBUTARIO
	3

	TOTAL
	1450


Cuadro N°: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 

	CUADRO 

ASUNTOS VOTADOS POR ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	2016

	

	Por área del Estado involucrada


	 

	AUTONOMAS
	151

	CCSS
	526

	CGR
	4

	COLEGIOS PROFESIONALES
	10

	EJECUTIVO
	373

	JUDICIAL
	173

	LEGISLATIVO
	2

	MUNICIPALIDAD
	96

	NO INDICA
	23

	PRIVADO
	87

	TSE
	4


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 271

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

JULIO ACTUALIZACIÓN 2016
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
ARTICULO 10 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…La costumbre constitucional como fuente del Derecho Constitucional y componente del parámetro de constitucionalidad ha perdido terreno por el carácter predominante y abrumador de la jurisprudencia constitucional y del propio Derecho Constitucional escrito. En el contexto de las constituciones escritas y rígidas, con una jurisdicción constitucional encargada de velar por la supremacía constitucional, la relevancia de la costumbre constitucional es relativa y, sobre todo, ocasional para resolver ciertos casos. De otra parte, todo lo relativo a la regulación del contenido esencial, límites intrínsecos y extrínsecos de los derechos fundamentales se encuentra sujeto, en los países que siguen la tradición de una constitución escrita y rígida, al principio de reserva de ley, lo que limita considerablemente el ámbito de acción de la costumbre constitucional. Consecuentemente, la costumbre constitucional resulta admisible en el espacio acotado de la actuación o funcionamiento de los entes y órganos constitucionales o de relevancia constitucional y en sus relaciones inter-subjetivas e inter-orgánicas. En ese sentido, la costumbre constitucional que puede formar parte del parámetro de constitucionalidad para enjuiciar una norma o acto sujeto al Derecho Público debe emanar de tales entes u órganos constitucionales, esto es, debe tratarse de una “costumbre orgánica” y no de una “costumbre popular”…” Sentencia 7851-16

ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…la negativa injustificada de las autoridades de la Escuela República de Guatemala de autorizar que la tutelada asista a su acto de graduación en pantalones, tal y como lo hizo todos los días durante el transcurso de su año escolar, va en detrimento de la dimensión externa de su libertad, concretamente de la autonomía de la libertad, toda vez que la estudiante escogió para su vestimenta el uso de pantalones, conforme lo permite el Artículo 4 del Reglamento de Uniforme del MEP, que le brinda la opción de escoger entre la enagua y el pantalón…”  Sentencia 007877-16

ARTICULO 51 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El numeral 51 de la Constitución Política le reconoce a la madre y al niño el derecho a gozar de una protección singular por los poderes públicos, cuyo contenido se traduce y demanda acciones prestacionales y positivas concretas que permitan su goce y ejercicio efectivos y, desde luego, en la excepción, en cuanto a la aplicación de la legislación interna, de todos los efectos jurídicos y fácticos contrarios a esa tutela especial…Por su parte en la Declaración de Spedale degli Innocenti de la OMS/UNICEF (Florencia de 30 de julio al 1° de agosto de 1990), “Sobre la protección, promoción y apoyo de la lactancia natural”, sobre el derecho de las madres de amamantar exclusivamente a sus hijos y de todos los lactantes de ser alimentados con pecho, desde el nacimiento hasta los seis meses de edad, y de seguir siendo amamantados, recibiendo, concomitantemente, alimentos complementarios apropiados y en cantidades suficientes, hasta los dos años de edad o más. Igualmente, relevante es lo reconocido en la 55ª Asamblea Mundial de la Salud de la Organización Mundial de la Salud denominada “Promoción de una alimentación apropiada de los lactantes y los niños pequeños”… Sentencia 008537-16

ARTICULO 124 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…para este Tribunal es conforme al Derecho de la Constitución el que la presentación en el Plenario Legislativo de una moción de avocación de un proyecto de ley, que es conocido por una Comisión con Potestad Legislativa Plena, suspenda su trámite de votación en primer debate en ese órgano parlamentario…” Sentencia 008478-16 
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2295-3705, 2295-3900, 2295-3696, 2295-3697, 2295-3698, 2295-3700

Línea Gratuita. 800-SALA 4TA (800-7252482)

Correo electrónico: sala4-informacion@poder-judicial.go.cr
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